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Editorial

H
ay algo que se percibe: El caminar por las calles sin ser molestado,

extorsionado y agredido; vivir en un país tranquilo y aspirar a la seguridad

pública, son deseos muy remotos, agendas pendientes en un mañana

improbable. El siglo XXI está llegando con la urgencia de cumplir varias tareas

pendientes, entre ellas, la procuración de justicia y la seguridad pública como

derechos humanos. Nuestro tiempo es violento, intolerante. Las cifras nos

muestran como la paz pública es constantemente alterada con robos, homicidios,

secuestros, violaciones. Cotidianamente vivimos en una mezcla de reclamos y de

posibilidades.

Este panorama, requiere de una respuesta urgente del poder público, de todos, en una
responsabilidad compartida, porque, los derechos humanos se convierten, lenta pero
firmemente, en un espacio conquistado e irrenunciable de la sociedad.

A la fecha, la situación de la tortura en México, pone al descubierto dos aspectos: La
confirmación de una realidad reiterada, y la probabilidad de detener, disminuir y aún
desterrar este acto de barbarie, tan execrable que implica maltratar, herir, amenazar
e incluso asesinar en nombre de una dudosa y mal entendida eficacia policiaca, en
otras palabras, las autoridades, los servidores públicos responsables de la seguridad
pública y la procuración de justicia, no pueden combatir delitos, cometiéndolos ellos
mismos en la persecución de probables responsables en la comisión de un ilícito o de
criminales, y el Estado, con todo su poder, debe salvaguardar la integridad de cualquier
detenido, independientemente de la gravedad de su delito, su peligrosidad y sus
condiciones particulares.

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México realiza su labor en este
contexto, es decir, en una situación por demás compleja, difícil y ante compromisos
que parecen inalcanzables, consciente de que sólo cuenta con la autoridad de su
fuerza moral; pero que en ello, precisamente se encuentra su gran apuesta, misma
que afortunadamente va ganando, como instancia capaz de observar la dinámica del
ejercicio público, no como un capricho, sino como una necesidad de la democracia
moderna.

En el ámbito de la de tortura, tenemos un seguimiento permanente, por lo que implica
y por lo que destruye. En este sentido, lo hemos encarado de dos formas: Primero,
mediante un programa de promoción y capacitación en derechos humanos, con el fin
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de difundir entre la sociedad en general, los distintos servidores públicos y las
organizaciones no gubernamentales, los derechos con que cuentan, para que los
respeten y exijan el respeto de los mismos, así como, para precisar de manera clara,
el ámbito de competencia de este Organismo; en segundo lugar, se realizó un análisis
de la legislación en materia de tortura, y como resultado importante se tuvo el
Anteproyecto de la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura, aprobado el 4 de agosto
de 1993 por su Consejo, enviándolo en esa misma fecha al Ejecutivo Estatal, para su
consideración. El Anteproyecto fue aprobado por la H. LII Legislatura Estatal y
publicado en la Gaceta del Gobierno del Estado, el 25 de febrero de 1994.

Pero, la tortura, después de todo, requiere de una oposición frontal, rápida, decidida
y solidaria. Esto hemos hecho valer en la Recomendación número 19/99, dirigida al
Procurador General de Justicia del Estado, con motivo de la detención arbitraria de los
señores José Armando Cámara Cardeña, Miguel Martínez López, Guillermo Díaz
Escamilla y Wilber Cruz González, por elementos policiales de la Procuraduría General
de Justicia de la Entidad, al relacionarlos como probables responsables del delito de
robo, en agravio de la joyería "La Pequeña Suiza", del Centro Comercial Interlomas,
del municipio de Huixquilucan, México. En esta ocasión, esta Defensoría de Habitantes
exhibió públicamente el ilegal proceder de los servidores públicos, dio a conocer sus
nombres y recomendó iniciar los procedimientos administrativos y penales respectivos.

Y es que, el delito de tortura además de proteger la integridad física y psíquica de los
individuos, protege lo que los estudiosos llaman la autonomía de la voluntad, es decir,
el derecho a no ser invadidos en nuestra intimidad psíquica, el derecho a que nadie
entre en nuestra mente, en nuestra vida interna y en nuestro pasado, sin que estén
dadas las condiciones de un juego limpio. 

El trabajo de la Comisión de Derechos Humanos implica riesgos y enfrentamientos
con autoridades negligentes, sin embargo, hay que decirlo cuantas veces sea
necesario, con el mayor énfasis y con la mayor convicción: la tortura nunca es tolerable.

Por lo expuesto, esta Defensoría de Habitantes, preocupada por los acontecimientos
actuales, presenta en esta edición, reflexiones e información relativas a la tortura, a
través de los apartados dedicados a la doctrina, legislación, literatura, seguimiento y
notas periodísticas de la Recomendación 19/99; considerando que ni la ignorancia ni
el conocimiento vanal de estos hechos, justifican a las autoridades y sociedad de su
responsabilidad, de su desinterés o bien a limitarse a un simple acto.
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C  U   R  S   O 
SISTEMA DE PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS:

 EL CASO DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

De izquierda a derecha: Lic. Felipe Alcántara Espinosa, Presidente de la Sociedad de Criminología del
Estado de México, A.C.;  M. en D. Lucas Guzmán Rosas, Director de la Facultad de Derecho de la

Universidad Autónoma del Estado de México; Dr. Mario I. Álvarez Ledesma, Director General de la 
División de Ciencias Sociales y Humanidades de la Universidad de las Américas, A.C., y Director del

Centro Nacional de Derechos Humanos de la Comisión Nacional de Derechos Humanos; Dip. Lic. Norma
Patricia García Flores, Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de la H. LIII Legislatura del Estado
de México; M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de
México; Lic. Epímaco Jaramillo Vences, Presidente del Colegio de Abogados del Estado de México, A.C.;
Lic. Raúl Millán González, Delegado de la Secretaría de Relaciones Exteriores en el Estado de México; 

Lic. Miguel Ángel Osorno Zarco, Primer Visitador General de la Comisión de Derechos Humanos del Estado
de México; Lic. Alejandro Gutiérrez Arzaluz, Presidente de la Barra de Abogados del Estado de México,
A.C.; durante la inauguración del evento, en la Sala "Jorge Jiménez Cantú" del Colegio de Abogados del

Estado de México, A.C., Toluca, México.
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Quejas

En el bimestre mayo-junio se recibieron 933 quejas.

En lo referente a la recepción, tramitación y seguimiento de quejas destacan las acciones
siguientes:

Bimestre mayo-junio

Visitaduría
No. 1

Visitaduría
No. 2

Visitaduría
No. 3

Visitaduría
No. 4

Visitaduría
No. 5

Visitaduría
No. 6

Visitaduría
No. 7

Total

Quejas radicadas 126 279 192 134 130 36 36 933

Solicitudes de informes 316 85 181 152 136 40 43 953

Recordatorios de informes 92 60 72 40 46 28 23 361

Ampliación de informes 44 46 13 18 08 22 07 158

Quejas acumuladas 03 06 18 03 18 00 01 49

Quejas remitidas al archivo 113 285 163 121 113 53 39 887

Recomendaciones emitidas 01 04 03 02 02 00 02 14

Expedientes concluidos 116 291 181 124 131 53 40 936
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Asesorías

En el presente bimestre se proporcionaron 2,406 asesorías jurídicas a personas de
diferentes sectores sociales, cuyas inconformidades no correspondían al ámbito de
competencia de este Organismo, no obstante, se les asesoró jurídicamente y se les orientó
para que acudieran con la autoridad correspondiente.

Expedientes concluidos

En el bimestre que nos ocupa se remitieron al archivo 936 expedientes. Las causas fueron
las siguientes:

Desistimiento 26

Falta de interés del quejoso 81

Solucionado durante el trámite respectivo 172

Solucionado mediante el procedimiento de conciliación 23

Asunto jurisdiccional 27

Conflicto entre particulares 50

Asuntos laborales 12

Remitidas a la CNDH 246

Remitidas a otras entidades federativas 02

Recomendaciones 14

No existió violación a derechos humanos y se orientó
jurídicamente al quejoso

234

Quejas acumuladas 49

Total 936

Quejas
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RECOMENDACIONES
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HOMENAJE AL MAGISTERIO

En el orden acostumbrado: Profra. Ma. Elena García Valdés, Secretaria General de la Delegación 0101
de Maestros Jubilados; Lic. Antonio Huitrón Huitrón, Consejero Ciudadano de la Comisión de Derechos
Humanos del Estado de México; Profr. Eloy Hidalgo Toscano, Coordinador de Operación Educativa de 
los Servicios Educativos Integrados al Estado de México; Profr. Marcelo Quezada Ferreyra, Secretario
General del Sindicato de Maestros al Servicio del Estado de México; Dip. Profr. Jacob Pérez Álvarez,

Secretario de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología de la H. LIII Legislatura del Estado
de México; Profr. Florencio Alarcón Vallejo, Coordinador de Servicios Educativos de la Región No. 1 de

la Secretaría de Educación, Cultura y Bienestar Social del Estado de México, condecorado con la Presea
"Educación en Derechos Humanos 1999"; Dip. Lic. Norma Patricia García Flores, Presidenta de la

Comisión de Derechos Humanos de la H. LIII Legislatura del Estado de México; M. en D. Miguel Ángel
Contreras Nieto, Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de México; Dip. Humberto Peña

Galicia, Presidente de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología de la H. LIII Legislatura 
del Estado de México; Lic. Tomás Trujillo Flores, Secretario de la Comisión de Derechos Humanos 

del Estado de México; Profra. Rocío Márquez Páez, Quinta Regidora del H. Ayuntamiento de Toluca,
México; Ing. Ricardo Victoria León, Secretario de Organización de la Federación de Asociaciones de

Personal Académico de la Universidad Autónoma del Estado de México; Profra. Francisca Moreno Montes
de Oca, galardonada con la Presea "Educación en Derechos Humanos 1998"; y  Julia Medrano Caballero,

profesora jubilada, acreedora de la Presea "Educación en Derechos Humanos 1999" ; en la Sala de
Conciertos "Felipe Villanueva" de la ciudad de Toluca, México.
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En lo que se refiere al bimestre mayo-junio se emitieron 14 Recomendaciones que se
dirigieron a las autoridades siguientes:

Autoridad Total

Procurador General de Justicia 3
Director General de Seguridad Pública y Tránsito 1
Presidente Municipal Constitucional de Temascalcingo 1
Presidente Municipal Constitucional de Acambay 2
Presidente Municipal Constitucional de San 
Mateo Atenco

1

Presidente Municipal Constitucional de Almoloya
de Juárez

1

Presidente Municipal Constitucional de Cuautitlán
México

1

Director General de los Servicios Educativos Integrados
al Estado de México

1

Secretario de Educación, Cultura y Bienestar Social 2
Director General de Prevención y Readaptación Social 1
Total 14
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Recomendación No. 21/99*

En fecha 26 de noviembre de 1998, esta Comisión de Derechos Humanos recibió un
escrito de queja, en el que la menor Lucero Guadalupe Salinas Mendoza refirió presunta
violación a sus derechos humanos, atribuible a la profesora Genoveva Pérez Navarro,
Orientadora del Primer Grado Grupo "C" de la Escuela Secundaria número 209, Emiliano
Zapata turno matutino, dependiente de la Secretaría de Educación, Cultura y Bienestar
Social del Estado de México, ubicada en el municipio de Nezahualcóyotl, México.

La menor señaló en su escrito de inconformidad, que: "...El día 23 de noviembre de 1998,
...se presentó al salón la Orientadora Genoveva Pérez Navarro y nos dijo que levantáramos
los papeles, porque si no lo hacíamos nos iba a poner a levantarlos con la boca; ...regresó
a las 11:00 horas y encontró un papel en mi lugar y me ordenó recogerlo, entonces me
agaché para recoger con la mano el papel; sin embargo, la profesora me exigió que lo
hiciera con la boca, entonces yo lo recogí con la boca, como ella me lo ordenó; ...en una
ocasión me puso a limpiar su oficina y también a lavar los baños, sin motivo alguno..."

Durante la fase de integración del expediente de queja, este Organismo solicitó al
Secretario de Educación, Cultura y Bienestar Social del Estado de México, diversos
informes acerca de los hechos motivo de la queja.

El 25 de enero de 1999, el Cuarto Visitador General de esta Comisión emitió un acuerdo,
mediante el cual, con fundamento en lo dispuesto por el párrafo segundo del artículo 44
de la Ley que crea la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, ante la falta
de rendición del informe solicitado, se tuvieron por ciertos los hechos motivo de queja,
salvo prueba en contrario.

En consecuencia, se ordenó abrir el expediente a prueba por un término de diez días
hábiles, común a las partes, dividido en dos períodos; el primero para ofrecer pruebas y
el segundo para el desahogo de las mismas. 

El estudio y análisis lógico jurídico de las constancias que integran el expediente de queja
CODHEM/NEZA/4914/98-4, permitió a este Organismo considerar acreditada la violación
a derechos humanos de la menor Lucero Guadalupe Salinas Mendoza, atribuible a la
profesora Genoveva Pérez Navarro, Orientadora del Primer Grado Grupo "C" de la Escuela
Secundaria número 209 Emiliano Zapata, turno matutino, ubicada en la colonia Ampliación
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Vicente Villada, del municipio de Nezahualcóyotl, México, dependiente de la Secretaría de
Educación, Cultura y Bienestar Social del Estado de México.

En efecto, la profesora Genoveva Pérez Navarro, al obligar a la menor Lucero Guadalupe
Salinas Mendoza a recoger con la boca un papel que se encontraba tirado, atentó de
manera evidente contra la dignidad humana de la niña, humillándola y exhibiéndola
públicamente frente a sus propios compañeros de clase; actitud que trastoca el proceso
educativo de la alumna y puede propiciar resentimiento social que influya en la conducta
hasta su edad adulta.

De esta manera, la profesora Genoveva Pérez Navarro, transgredió los principios que
rigen el proceso enseñanza-aprendizaje, los cuales excluyen todo maltrato a la dignidad
humana de los educandos, mismos que se encuentran consagrados en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Ley General de Educación.

Más aún, el comportamiento de la profesora Genoveva Pérez Navarro, infringió lo
dispuesto en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966,
ratificado por México el 23 de marzo de 1981, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 12 de mayo del mismo año; así como, la Convención sobre los Derechos del Niño,
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989,
ratificada el 21 de septiembre de 1990 y publicada en el Diario Oficial de la Federación el
25 de enero de 1991. Instrumentos internacionales que son de observancia obligatoria, al
tenor de lo dispuesto por el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

El proceder de la servidora pública antecitada, se acreditó con el escrito de queja
presentado ante este Organismo por la menor Lucero Guadalupe Salinas Mendoza; con
el oficio 205110000/1010/99, remitido a esta Comisión por el Director General de
Educación, de la Secretaría de Educación, Cultura y Bienestar Social del Estado de
México, del que se desprende que: " ...los hechos son ciertos..."; y con la copia del informe
de la investigación efectuada por el Supervisor Escolar de la Zona número 12, de la
Coordinación Regional número 07 de la propia Dependencia, documental en la que se
afirma: "...la Profra. Genoveva Pérez Navarro reconoció haber pedido a la alumna ...que
levantara los papeles con la boca, quien lo hizo obligada por ella  ..."

Asimismo, se corroboró con el testimonio vertido ante este Organismo por la menor Jazmín
García Mendoza, quien manifestó: "...regresó la Orientadora y vio que en el lugar de Lucero
se encontraba un papel tirado, le dijo a Lucero que lo levantara con la boca. Lucero primero
se negó, pero al ver que la orientadora le dijo que si no lo hacía recogería todos los papeles
del salón con la boca, entonces se hincó y obedeció a la maestra, llevándose en la boca
el papel y lo tiró al cesto de basura..."

Es evidente para este Organismo, que con su actitud la profesora Genoveva Pérez Navarro
también conculcó los derechos que a los niños les confieren los ordenamientos contenidos
en los artículos 5 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 11
fracción VI y 35 de la Ley de Educación del Estado de México.
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En este sentido, es innegable que en el proceso de enseñanza-aprendizaje, sin perjuicio
de los fines y criterios de la educación, deben emplearse métodos basados en principios
de libertad y responsabilidad que aseguren la armonía de las relaciones entre educandos
y educadores, con respeto desde luego, a la dignidad del niño. Dignidad que se traduce
en considerar al menor como un ser con valores, sentimientos, necesidades y derechos
que deben ser respetados por los adultos, lo que no sucedió en los hechos que motivaron
el presente documento.

La Comisión de Derechos Humanos expresó su preocupación por estos hechos
deplorables, cometidos por una profesora que debe ser, tal vez más que cualquier otro
servidor público, guía para los educandos, quienes por su natural condición la miran como
paradigma a seguir.

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos,
respetuosamente, formuló al señor Secretario de Educación, Cultura y Bienestar Social
del Estado de México, la siguiente:

Recomendación

ÚNICA.- Instruir al titular del órgano de control interno de esa Dependencia, a efecto de
que iniciara el procedimiento administrativo correspondiente, investigara y determinara la
responsabilidad en que incurrió la profesora Genoveva Pérez Navarro, Orientadora del
Primer Grado Grupo "C" en la Escuela Secundaria Nº 209, Emiliano Zapata, turno
matutino, ubicada en la colonia Ampliación Vicente Villada del municipio de
Nezahualcóyotl, México, por las acciones que quedaron plenamente evidenciadas e
impusiera, en su caso, las sanciones correspondientes.
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Recomendación No. 22/99*

En cumplimiento al Programa Anual de Trabajo de la Comisión de Derechos Humanos
del Estado de México, dentro del área de supervisión al sistema penitenciario, en fecha
17 de febrero de 1999, se realizó una visita de inspección a la cárcel municipal de Almoloya
de Juárez, Estado de México.

El personal de este Organismo se entrevistó con el C. Ciro Martínez Ayala, Jefe de Grupo
de la Policía Municipal del H. Ayuntamiento, quien una vez enterado del motivo de la visita
permitió el acceso a las instalaciones de la cárcel municipal.

De la inspección efectuada se elaboró acta circunstanciada a la cual se agregaron diez
placas fotográficas respecto a las condiciones materiales de la cárcel municipal, pudiendo
constatar lo siguiente:

Las celdas no reúnen las condiciones mínimas para la estancia digna de personas aún
cuando sea por un lapso breve de tiempo, ya que en la celda número uno faltan depósito
de agua en la taza sanitaria, así como colchoneta y ropa de cama en la plancha de
descanso; en la celda número dos es notoria la ausencia de planchas de descanso; ambas
celdas carecen de lavamanos y regaderas con servicio de agua corriente y luz eléctrica
en su interior; así como de mantenimiento continuo de limpieza y pintura en general.

Con la finalidad de prevenir la violación a los derechos humanos de las personas que por
alguna razón de carácter legal, tuvieran que ser privadas de su libertad en la citada cárcel
municipal, mediante oficio número 1071/99-2, de fecha 19 de febrero de 1999, se propuso
al Presidente Municipal Constitucional de Almoloya de Juárez, México, el Procedimiento
de Conciliación con el propósito de que en un plazo no mayor de 45 días la administración
municipal realizara las siguientes adecuaciones a la cárcel: ‘‘...dotar a la taza sanitaria de
la celda número uno de depósito de agua; instalar en la celda número dos, planchas de
descanso; asimismo, ambas celdas deberán estar dotadas de colchonetas y ropa de cama;
instalar en las mismas, lavamanos y regaderas con servicio de agua corriente y luz
eléctrica; así como proporcionar mantenimiento continuo de pintura y limpieza en general.
Lo anterior con la finalidad de que en lo sucesivo, el uso de las mismas sea adecuado a
la idea del respeto a la dignidad humana...’’

En fecha 23 de febrero de 1999, este Organismo recibió el oficio número JJSO/008/99,
suscrito por el C. Joaquín Jorge Sarabia Ortíz, Secretario del H. Ayuntamiento de Almoloya
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de Juárez, México, a través del cual se acepta el procedimiento de conciliación propuesto,
para las adecuaciones a la cárcel de ese municipio, mismas que se realizarían en el
término propuesto.

En fecha 12 de abril de 1999, personal de este Organismo, hizo constar en acta
circunstanciada, que el término señalado para dar cumplimiento al Procedimiento de
Conciliación propuesto al H. Ayuntamiento Constitucional de Almoloya de Juárez, México,
había fenecido sin recibir esta Comisión las pruebas que acreditaran que los puntos
referidos en la propuesta hayan sido atendidos en su totalidad.

El 16 de abril del año en curso, personal designado por esta Comisión, realizó una segunda
visita de inspección a la cárcel municipal de Almoloya de Juárez, México, con el propósito
de constatar si se había dado cumplimiento en su totalidad a la propuesta de conciliación,
observándose que la taza sanitaria de la celda número uno se encontraba destruida y
respecto a las demás condiciones materiales del inmueble, eran las mismas que tenía en
fecha 17 de febrero de 1999, lo cual se hizo constar en acta circunstanciada, a la que se
anexaron siete placas fotográficas.

El 6 de mayo del año en curso, personal de actuaciones de esta Defensoría de Habitantes
efectuó una tercera visita de inspección a la multicitada cárcel municipal, con el propósito
de constatar si se había dado cumplimiento en su totalidad a la propuesta de conciliación,
observándose las mismas condiciones materiales que el inmueble tenía en fecha 16 de
abril de 1999; lo cual se asentó en acta circunstanciada, adjuntándose cuatro placas
fotográficas.

Por lo anterior, esta Comisión de Derechos Humanos, formuló al C. Presidente Municipal
Constitucional de Almoloya de Juárez, México, la siguiente:

Recomendación

ÚNICA.- Instruir a quien corresponda a efecto de que se realicen los trabajos necesarios
para que las celdas de la cárcel municipal de Almoloya de Juárez, México, cuenten con
lavamanos y regaderas con servicio de agua corriente y luz eléctrica en su interior; con
colchonetas y ropa de cama en las planchas de descanso; así como con mantenimiento
continuo de limpieza y pintura en general. Asimismo, se instale en la celda número uno
taza sanitaria con deposito de agua y en la celda número dos, planchas de descanso.
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Recomendación No. 23/99*

En cumplimiento al Programa Anual de Trabajo de la Comisión de Derechos Humanos
del Estado de México, dentro del área de supervisión al sistema penitenciario; en fecha 5
de marzo de 1999, se realizó una visita de inspección a la cárcel municipal de Acambay,
Estado de México.

El personal de este Organismo se entrevistó con el C. César Garfias Sánchez,
Comandante Interino de la Policía Municipal del H. Ayuntamiento, quien una vez enterado
del motivo de la visita permitió el acceso a las instalaciones de la cárcel municipal.

De la inspección efectuada se elaboró acta circunstanciada a la cual se agregaron seis
placas fotográficas respecto a las condiciones materiales de la cárcel municipal, pudiendo
constatar lo siguiente:

Las celdas no reúnen las condiciones mínimas para la estancia digna de personas aún
cuando sea por un lapso breve de tiempo, ya que las celdas carecen de tazas sanitarias,
de lavamanos y regaderas con servicio de agua corriente; de colchonetas y ropa de cama
en las planchas de descanso; así como de mantenimiento continuo de limpieza y pintura
en general.

Con la finalidad de prevenir la violación a los derechos humanos de las personas que por
alguna razón de carácter legal, tuvieran que ser privadas de su libertad en la citada cárcel
municipal, mediante oficio número 1345/99-2, de fecha 8 de marzo de 1999, se propuso
al Presidente Municipal Constitucional de Acambay, México, el Procedimiento de
Conciliación con el propósito de que en un plazo no mayor de 45 días la administración
municipal realizara las siguientes adecuaciones a la cárcel: ‘‘...dotar a las planchas de
descanso de colchonetas y ropa de cama; asimismo deberán instalarse en las celdas tazas
sanitarias, lavamanos y regaderas con servicio de agua corriente; así como proporcionar
mantenimiento continuo de pintura y limpieza en general. Lo anterior con la finalidad de
que su uso en lo sucesivo, sea adecuado a la idea del respeto a la dignidad humana.’’

En fecha 12 de marzo de 1999, este Organismo recibió el oficio número 188/99, suscrito
por el C. José Elías Sánchez Martínez, Presidente Municipal Constitucional del H.
Ayuntamiento de Acambay, México, a través del cual aceptó el procedimiento de
conciliación propuesto, para las adecuaciones a la cárcel de ese municipio.
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En fecha 29 de abril de 1999, personal de este Organismo hizo constar en acta
circunstanciada, que el término señalado para dar cumplimiento al procedimiento de
conciliación propuesto al H. Ayuntamiento Constitucional de Acambay, México, había
fenecido sin recibir esta Comisión las pruebas que acreditaran que los puntos referidos en
la propuesta hayan sido atendidos en su totalidad.

El 13 de mayo del año en curso, personal de esta Comisión realizó una segunda visita de
inspección a la cárcel municipal de Acambay, México, con el propósito de constatar si se
había dado cumplimiento en su totalidad a la propuesta de conciliación, observándose que
las condiciones materiales del inmueble eran las mismas que tenía en fecha 5 de marzo
de 1999, lo cual se asentó en acta circunstanciada, a la que se anexaron cinco placas
fotográficas.

Por lo anterior, esta Comisión de Derechos Humanos, formuló al C. Presidente Municipal
Constitucional de Acambay, México, la siguiente:

Recomendación

ÚNICA.- Instruir a quien corresponda a efecto de que se realicen los trabajos necesarios
para que las celdas de la cárcel municipal de Acambay, México, cuenten con tazas
sanitarias, lavamanos y regaderas con servicio de agua corriente; con colchonetas y ropa
de cama en las planchas de descanso; así como de mantenimiento continuo de limpieza
y pintura en general.
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Recomendación No. 24/99*

El 17 de febrero de 1999, esta Comisión de Derechos Humanos recibió un escrito de queja
presentado por el señor Leopoldo Ibarra Aguilar, en representación de la comunidad de
San José Mitla, Cuautitlán, México, en el que refirió hechos presuntamente violatorios a
derechos humanos, atribuibles a servidores públicos del municipio de Cuautitlán, México.

Manifestó el quejoso que en el municipio de Cuautitlán, México, se le expidió una licencia
de construcción provisional y condicionada a la sociedad mercantil Servicio Olímpico S.A.
de C.V., para la construcción de una gasolinera, sin cumplirse las especificaciones técnicas
para ello, y sin que contara con la licencia estatal de uso de suelo.

Durante la fase de integración del expediente, este Organismo solicitó al Presidente
Municipal de Cuautitlán, México, y en vía de colaboración, al Tribunal de lo Contencioso
Administrativo, diversos informes sobre los hechos motivo de queja.

En la investigación de los hechos, esta Comisión de Derechos Humanos advirtió que el 8
de enero de 1999, el Subdirector de Desarrollo Urbano de Cuautitlán, México, expidió a la
persona moral Servicio Olímpico S.A. de C.V., una licencia condicionada y provisional para
la construcción de obra nueva -en el predio de su propiedad, ubicado en Avenida La Joya,
sin número, colonia Barrio San José, Cuautitlán, México-, con destino de gasolinera, sin
que la razón social solicitante contara con requisitos previos a la emisión de la licencia de
construcción -por su impacto significativo-, como la licencia de uso de suelo,
condicionándola para que cumpliera con las autorizaciones estatales (fundamentalmente
la licencia de uso de suelo), en un plazo de sesenta días.

Asimismo, la parte quejosa interpuso demanda en contra del H. Ayuntamiento
Constitucional de Cuautitlán, México, ante la Tercera Sala Regional del Tribunal de lo
Contencioso Administrativo; Órgano que resolvió el juicio administrativo 145/999,
ordenando a la autoridad demandada, en el Resolutivo Segundo de la sentencia, instaurar
a la empresa "Servicio Olímpico S.A. de C.V.", el procedimiento administrativo de
revocación correspondiente para dejar sin efectos la licencia municipal; sin embargo, de
las constancias que integran el expediente de queja, se advierte que a la fecha, la autoridad
señalada como responsable no ha dado cumplimiento al fallo antecitado.

Del estudio y análisis lógico jurídico de las constancias que integran el expediente de queja
que nos ocupa, este Organismo consideró acreditada la violación a derechos humanos
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de los habitantes del Barrio de San José Mitla, Cuautitlán, México, atribuible al arquitecto
Ángel Paredes Aguilar, Subdirector de Desarrollo Urbano de Cuautitlán, México, en razón
de que expidió el 8 de enero de 1999 a favor de la empresa "Servicio Olímpico S.A. de
C.V.", una licencia de construcción provisional y condicionada con destino de gasolinera,
en contravención al principio de legalidad, que ordena a todas las autoridades la sujeción
irrestricta de sus actos a lo expresamente señalado por la Ley.

Es evidente que el interés legítimo de los vecinos pertenecientes al Barrio de San José
Mitla, ha resultado afectado por actos contrarios a la ley, por parte del servidor público
Ángel Paredes Aguilar. Esta afirmación halla sustento en el contenido de la sentencia
dictada en el expediente 145/999, por la Tercera Sala Regional del Tribunal de lo
Contencioso Administrativo de la Entidad.

En un Estado de Derecho, las autoridades únicamente pueden hacer lo que la ley
expresamente les faculta. En el presente caso, el otorgamiento de la licencia de
construcción condicionada y provisional, evidenció un ejercicio de facultades no conferidas
al servidor público Ángel Paredes Aguilar, habida cuenta de que dichos permisos no están
contemplados en ningún ordenamiento legal aplicable al caso concreto, ni aún en los
invocados por la autoridad municipal en su respuesta enviada a este Organismo el 5 de
marzo de 1999.

Así se desprende de los preceptos que regulan la actuación del Subdirector de Desarrollo
Urbano Municipal, los cuales una vez analizados, nos permiten concluir que en ninguno
de ellos está previsto de manera taxativa la facultad para expedir licencias de construcción
condicionadas o provisionales, como indebidamente lo hizo el citado servidor público
Paredes Aguilar. Por el contrario, los artículos 122 y 126 de la Ley de Asentamientos
Humanos del Estado de México, disponen que es necesaria la licencia estatal de uso del
suelo, para solicitar la licencia municipal de construcción de obra nueva y para  la
construcción de edificaciones u obras que generen impacto significativo en su área de
influencia y medio ambiente.

Es oportuno mencionar que de acuerdo con la información proporcionada a este
Organismo por el Secretario de Desarrollo Urbano y Obras Públicas del Estado de México,
el predio sobre el cual la empresa "Servicio Olímpico S.A. de C.V." solicitó una licencia de
construcción, tiene asignado el uso del suelo "HM", (habitacional de densidad media),
donde está prohibido el establecimiento de expendios de combustible para vehículos
(gasolinera) y no MB (mixto habitacional) como equivocadamente lo expresó el Subdirector
de Desarrollo Urbano Municipal. Cabe destacar que a la fecha no se le ha expedido a la
empresa antecitada la licencia estatal de uso del suelo. En el presente caso, es oportuno
señalar la gravedad de la expedición de la licencia de construcción condicionada con
destino de gasolinera, pues de conformidad con el Plan del Centro de Población
Estratégico de Cuautitlán, México, los expendios de carburante, están considerados como
de uso restringido, por la percusión significativa que genera.

De acuerdo con esta disposición jurídica, en el caso de la gasolinera "Servicio Olímpico
S.A. de C.V.", era necesario que se llevara a cabo el estudio previo de sus impactos; para
que una vez obtenida la licencia estatal de uso del suelo, la autoridad municipal pudiera
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expedir la correspondiente licencia de construcción; sin embargo, el arquitecto Paredes
Aguilar, otorgó el multicitado permiso (provisional o condicionado), sin exigir al particular
interesado, el cumplimiento cabal de los requisitos previstos en las disposiciones legales
sobre la materia.

En el presente caso -al valorar de acuerdo con los principios de la legalidad, la lógica y la
experiencia, las constancias del expediente de queja que nos ocupa-, este Organismo
consideró que la autoridad señalada como responsable, no acreditó tener facultades
expresas para llevar a cabo la expedición de la licencia de construcción provisional o
condicionada.

De las evidencias que integran el expediente en cuestión, se advierte que la autoridad
señalada como responsable no ha dado cumplimiento al Resolutivo Segundo de la
Sentencia de mérito, como se corroboró con la visita realizada por el personal de
actuaciones de este Organismo, a la Tercera Sala Regional del Tribunal de lo Contencioso
Administrativo de la Entidad.

Las observaciones que anteceden, permiten afirmar que en los hechos motivo de la
presente Recomendación, el servidor público Ángel Paredes Aguilar, en ejercicio de sus
obligaciones, incumplió las disposiciones previstas en el artículo 42 fracciones I y XXII de
la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios; asimismo
se ubica en el supuesto previsto en el artículo 43 de la referida legislación.

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos, respetuosamente,
formuló al Presidente Municipal Constitucional de Cuautitlán, México, las siguientes:

Recomendaciones

PRIMERA.- Ordenar al Director de Desarrollo Urbano y Obras Públicas de Cuautitlán,
México, que dé cumplimiento a la brevedad posible al Resolutivo Segundo de la Sentencia
dictada el 31 de marzo de 1999, por la Tercera Sala Regional del Tribunal de lo Contencioso
Administrativo, en el expediente 145/999.

SEGUNDA.- Instruir al titular del organo de control interno del H. Ayuntamiento a su digna
Presidencia, para que inicie el procedimiento administrativo correspondiente, a fin de
investigar, identificar y determinar la responsabilidad del servidor público Ángel Paredes
Aguilar, Subdirector de Desarrollo Urbano de Cuautitlán, México, por los hechos que han
quedado debidamente acreditados en el capítulo de Observaciones del presente
documento y en su caso, se impongan las sanciones que conforme a derecho procedan.

TERCERA.- Emitir una circular dirigida a los servidores públicos adscritos a la Dirección
de Desarrollo Urbano y Obras Públicas de Cuautitlán, México, sobre el estricto
cumplimiento del marco jurídico de su actuación.
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Recomendación No. 25/99*

El 27 de enero de 1999, personal de esta Comisión de Derechos Humanos hizo constar
en acta circunstanciada la comparecencia de la señora Amparo Caballero Borja, quien
refirió presuntas violaciones a sus derechos humanos y del señor José Luis López
González, atribuibles a servidores públicos de la Dirección General de Seguridad Pública
y Tránsito del Estado de México.

Manifestó la señora Caballero Borja, que el 25 de enero de 1999, a bordo del automóvil
Volkswagen Sedán, modelo 1973, color rojo, con placas de circulación 199JYG del Distrito
Federal, viajaban el señor José Luis López González y su menor hija; cuando al circular
sobre la Vía Morelos, colonia Rústica Xalostoc, del municipio de Ecatepec, México;
elementos policiales de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito del Estado
de México, tripulantes de la patrulla 13080, les indicaron detener la marcha de su vehículo.

Un elemento policial -quien dijo llamarse Carlos Estrada-, solicitó al señor José Luis López
González su licencia de conducir y la tarjeta de circulación del vehículo Volkswagen,
argumentando que el motivo de la detención era porque no funcionaban las luces del
automóvil; mientras que otro oficial intentaba abrir la tapa de la cajuela trasera con el objeto
de verificar el número de motor; una vez que el señor López González abrió ésta, solicitó
a los elementos de seguridad pública estatal revisaran el número de motor y lo cotejaran
con el que aparece asentado en la tarjeta de circulación, sin embargo, le requirieron la
factura que amparara la propiedad del vehículo, ya que de lo contrario sería remitido a la
agencia del Ministerio Público.

Agregó que el señor José Luis López González; después de haber sido intimidado por los
elementos policiales estatales; entregó de propia mano al conductor de la patrulla 13080
-quien dijo llamarse Victorino-, la cantidad de cuatrocientos cuarenta pesos;
posteriormente, los referidos servidores públicos abordaron la unidad policial y se retiraron.

Durante la fase de integración del expediente, este Organismo solicitó al Director General
de Seguridad Pública y Tránsito del Estado de México, un informe acerca de los hechos
motivo de queja.

En razón de la naturaleza y gravedad de los hechos presuntamente violatorios a derechos
humanos, el Quinto Visitador General determinó que no había lugar a iniciar el

Recomendaciones

29

* La Recomendación 25/99 se dirigió al Director General de Seguridad Pública y Tránsito del Estado de México, el 29 de
mayo de 1999, por detención arbitraria, intimidación, amenazas y extorsión. Se ha determinado publicar una síntesis de
la misma, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 56 de la Ley que crea la Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México, y 10 de su Reglamento Interno. El texto íntegro de la Recomendación 25/99 se encuentra dentro del
expediente respectivo y consta de 23 hojas.



Procedimiento Conciliatorio respectivo; acordando abrir el expediente a prueba común a
las partes, por un término de seis días naturales, para ofrecer y desahogarla.

Una vez realizado el estudio y análisis de las constancias que integran el expediente de
queja, CODHEM/EM/355/99-5, este Organismo consideró acreditada la violación a
Derechos Humanos de los quejosos Amparo Caballero Borja y José Luis López González,
atribuibles a elementos policiales de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito
del Estado de México.

La conducta de los oficiales tripulantes de la patrulla 13080 adscritos al 4o. Agrupamiento
de la XIII Región con sede en Ecatepec, México, en los hechos motivo de queja, contravino
lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución General de la República Mexicana, y lo
señalado en el convenio suscrito entre el H. Ayuntamiento de Ecatepec de Morelos y el
Gobierno del Estado de México el 8 de julio de 1995, a través del cual se establecieron
las modalidades en el ejercicio de la función pública para la prestación y operación del
servicio de tránsito municipal.

Todo acto de autoridad que cause molestia a los gobernados deberá estar fundado y
motivado, ya que de lo contrario, se viola la garantía que contiene la antecitada disposición
constitucional, y en los hechos que dieron origen a la presente Recomendación, aún en
el caso de que efectivamente no funcionaran las luces del vehículo particular de los
quejosos;  los servidores públicos estatales carecían de facultad alguna para intervenir en
hechos de tránsito por la comisión de una infracción a la ley o reglamento respectivo.

Del informe rendido por la autoridad señalada como responsable, se desprende que los
elementos Miguel Ángel Salgado Gallegos y Leodegario Almazán Díaz, se encontraban a
bordo de la patrulla 13080 el día 25 de enero de 1999.

Cabe mencionar que en sus respectivas comparecencias ante este Organismo, los
precitados servidores públicos manifestaron desconocer los hechos que les fueron
imputados por los quejosos.

Si bien es cierto que la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito de la Entidad
y los policías estatales antes mencionados, negaron los hechos que motivaron la queja;
también es que de la investigación llevada a cabo por este Organismo, se desprenden
evidencias que ubican en tiempo, lugar y circunstancias donde ocurrieron los actos
cometidos en agravio de la señora Caballero Borja y del señor López González, a los
elementos tripulantes de la patrulla 13080, quienes el día 25 de enero del año en curso,
participaron en el operativo Camaleón.

A efecto de reforzar lo referido en el párrafo anterior, debe tomarse en consideración las
declaraciones vertidas por los quejosos Amparo Caballero Borja y José Luis López
González; así como el hecho de que los elementos policiales Leodegario Almazán Díaz y
Miguel Ángel Salgado Gallegos, el 25 de enero del año en curso, cubrieron el servicio a
bordo de la patrulla 13080, para después incorporarse al  operativo Camaleón, el cual inició
a las 20:00 horas, realizando recorridos en las colonias de Altavilla, Santa Clara, Cerro
Gordo, San Pedro Xalostoc y la Rústica Xalostoc, colindantes con el Distrito Federal; lugar
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en donde ocurrieron los hechos motivo de queja, declaración que fue confirmada por Julio
Cárdenas Sóstenes, Jefe de Turno.

Es importante señalar que al ser cuestionados los oficiales Almazán Díaz y Salgado
Gallegos por el personal de actuaciones de este Organismo, en relación al caso, fueron
evidentes las contradicciones en que incurrieron.

Más aún, para este Organismo se encuentra acreditada la responsabilidad de los
servidores públicos Leodegario Almazán Díaz y Miguel Ángel Salgado Gallegos, en los
hechos motivo de queja, como resultado que arrojó la visita que llevó a cabo personal de
esta Defensoría en compañía de la quejosa Amparo Caballero Borja el 3 de marzo del año
en curso, en la oficina que ocupa el 4o. Agrupamiento de la XIII Región, ubicada en
Ecatepec de Morelos; en donde la señora Caballero Borja al tener a la vista el cuadro de
fotografías de los elementos policiales adscritos a esa región, reconoció plenamente sin
temor a equivocarse al policía ‘‘C’’ Leodegario Almazán Díaz, como el servidor público que
el día 25 de enero del año en curso, dijera llamarse Victorino y ser el conductor de la
patrulla 13080, a quien previa solicitud, el señor José Luis López González le entregara la
cantidad de cuatrocientos cuarenta pesos a efecto de que no fuera remitido a la agencia
del Ministerio Público.

Además, cabe destacar que en la comparecencia de los quejosos Caballero Borja y López
González ante este Organismo, el 6 de marzo del año en curso, quienes al tener a la vista
la fotocopia de las identificaciones de los elementos policiales Leodegario Almazán Díaz
y Miguel Ángel Salgado Gallegos, estos los identificaron plenamente sin temor a
equivocarse, como los tripulantes de la patrulla 13080 quienes participaron en los hechos
motivo de queja el 25 de enero del presente año; en esta diligencia agregaron que el
segundo de los mencionados, fue el oficial que dijo llamarse Carlos Estrada. 

No pasa inadvertido para esta Comisión de Derechos Humanos, que los actos en que
incurrieron los policias Leodegario Almazán Díaz y Miguel Ángel Salgado Gallegos, en
ejercicio de sus funciones públicas, pueden ser constitutivos de delito; motivo por lo cual
este Organismo dará vista al Procurador General de Justicia de la Entidad, para que éste,
en ejercicio de sus atribuciones, ordene el inicio del acta de averiguación previa
correspondiente, y una vez que sea integrada y perfeccionada legalmente, se determine
con estricto apego a derecho.

Las observaciones que anteceden permiten afirmar que de los hechos motivo de la
presente Recomendación, los elementos policiales Leodegario Almazán Díaz y Miguel
Ángel Salgado Gallegos, tripulantes de la patrulla 13080, adscritos al 4o. Agrupamiento
de la Región XIII de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito del Estado de
México, en ejercicio de sus obligaciones, incumplieron las disposiciones previstas en los
artículos 42 fracciones I y XXII y 43 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores
Públicos del Estado y Municipios.

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos,
respetuosamente, formuló al Director General de Seguridad Pública y Tránsito del Estado
de México, la siguiente:
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Recomendación

ÚNICA.- Con la copia certificada del presente documento que se anexa, solicitar al titular
del órgano de control interno de la Secretaría General de Gobierno del Estado de México,
inicie el correspondiente procedimiento administrativo tendente a investigar y determinar
la responsabilidad en que hayan incurrido los servidores públicos Leodegario Almazán
Díaz y Miguel Ángel Salgado Gallegos, tripulantes de la patrulla 13080, adscritos al 4o.
Agrupamiento de la XIII Región de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito
del Estado de México, por los actos descritos en el capítulo de Observaciones de la
presente Recomendación y, en su caso, aplicar las sanciones que conforme a derecho
correspondan.
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Recomendación 26/99*

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, recibió el 12 de marzo de 1999,
un escrito de queja presentado por la señora Elena Elizabeth Rodríguez Escamilla, en el
que refirió presuntas violaciones a derechos humanos en agravio de su menor hija Karen
Cinteotl Cuayahui Rodríguez, atribuibles a Isela Baltazar Castillo, profesora del Primer
Grado Grupo ‘‘A’’ de la Escuela Primaria Gabriela Mistral, ubicada en el municipio de
Coacalco, México, dependiente de la Secretaría de Educación, Cultura y Bienestar Social
del Estado de México.

 Manifestó la señora Rodríguez Escamilla, que: ‘‘... el 11 de marzo de 1999, cuando llegué
a la escuela, la niña llorando me enseñó que tenía en su brazo rasguños y un moretón,
me comentó que a la hora de formarse para entrar al salón se colocó en otra fila y la
maestra -Isela Baltazar Castillo- la jaló del brazo -derecho- y enterrándole las uñas la formó
donde le correspondía, yo le reclamé a la profesora y me manifestó que no volvería a
ocurrir... posteriormente hablé con la directora y me dijo que procediera como quisiera
porque ya había hablado con la maestra... la primera ocasión que la profesora Isela agredió
a Karen fue en el mes de noviembre de 1998, ya que desde su escritorio le aventó un gis;
la segunda, fue el tres de marzo de 1999, cuando Karen le pidió que llamara la atención
a un niño que la estaba molestando, ésta reaccionó agresivamente torciéndole el brazo
izquierdo a mi hija y le enterró las uñas, sin embargo la protegió el suéter...’’

Durante la fase de integración del expediente, este Organismo solicitó al Secretario de
Educación, Cultura y Bienestar Social del Estado de México, un informe acerca de los
hechos motivo de queja. Asimismo, en vía de colaboración, solicitó al Procurador General
de Justicia de la Entidad, informe respecto al estado que guardaba el acta de Averiguación
Previa COA/II/729/99, motivada por la querella formulada por la madre de la menor
agraviada.

En razón de la naturaleza y gravedad de los hechos presuntamente violatorios a derechos
humanos, el Quinto Visitador General determinó que no había lugar a iniciar el
Procedimiento Conciliatorio respectivo; acordando abrir el expediente a prueba común a
las partes, por un término de seis días naturales, para ofrecer y desahogarla.

Una vez realizado el estudio y análisis de las constancias que integran el expediente de
queja, CODHEM/EM/1237/99-5, este Organismo consideró acreditada la violación a
derechos humanos de la menor Karen Cinteotl Cuayahui Rodríguez, atribuibles a la
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profesora Isela Baltazar Castillo, servidora pública de la Secretaría de Educación, Cultura
y Bienestar Social del Estado de México.

Se afirma lo anterior, toda vez que las lesiones que presentó la menor Cuayahui Rodríguez,
además de ser un agravio por demás indignante para la menor y su familia, son una ofensa
para la sociedad que confía un aspecto muy importante en la formación de sus hijos a los
mentores, quienes deben guardar ante todo, el respeto a la dignidad y a la integridad de
los educandos.

Así quedó acreditado con el informe rendido a este Organismo el 26 de abril del año en
curso, por el Director General de Educación, al manifestar que los hechos motivo de queja
eran ciertos, y con la propia declaración de la profesora Isela Baltazar Castillo, al señalar
ante el personal de actuaciones de esta Defensoría el 4 de mayo de 1999, que: ‘‘ ... a la
hora del recreo del día 11 de marzo de 1999, la niña Karen quien era mi alumna... le pegó
a una niña de nombre Rubí Guadalupe Ortiz, compañera de grupo 1o. ‘‘A’’... separé de la
fila a Karen tomándola del brazo y fue cuando se produjo el rasguño... decidí esperar a su
mamá para platicar con ella, la verdad es que no medí la fuerza con que separé a la menor
Karen...’’

Es evidente que la conducta desplegada por la docente Isela Baltazar Castillo excedió el
ejercicio de las funciones que legalmente tienen conferidas, contraviniendo lo dispuesto
por los artículos 3 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 42 de la
Ley General de Educación. 

Para esta Comisión de Derechos Humanos no pasa inadvertida la solución que las
autoridades educativas pretendieron dar al caso que nos ocupa. En las documentales que
obran en el expediente de queja, consta que para subsanar las irregularidades de la
profesora Isela Baltazar Castillo, se le exhortó a la reflexión para que modificara su
conducta hacía los educandos. Resulta claro que esta medida no fue suficiente para
resolver el problema de fondo, y tampoco resarce los derechos de la menor agraviada.

Por lo que hace a la probable responsabilidad penal de la profesora Isela Baltazar Castillo,
en los hechos que dieron origen a la presente Recomendación, corresponderá, previo
procedimiento legal, al Juez Penal de Cuantía Menor de Coacalco, México, dictar la
sentencia que conforme a derecho corresponda en la causa penal 140/99.

Las observaciones que anteceden permiten afirmar que en los hechos motivo de la
presente Recomendación, la servidora pública Isela Baltazar Castillo, incumplió las
disposiciones previstas en los artículos 42 fracciones I y XXII y 43 de la Ley de
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios. 

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos,
respetuosamente, formuló al Secretario de Educación, Cultura y Bienestar Social del
Estado de México, la siguiente:
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Recomendación

ÚNICA.- Instruir al titular del órgano de control interno de la Secretaría a su digno cargo,
para que inicie el procedimiento administrativo y determine la responsabilidad en que
incurrió la profesora Isela Baltazar Castillo, por los actos que han quedado debidamente
acreditados en el capítulo de Observaciones del presente documento e imponga las
sanciones que conforme a derecho procedan.
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Recomendación No. 27/99*

En fecha 23 de marzo de 1999, esta Comisión de Derechos Humanos recibió un escrito
de queja presentado por el señor J. Trinidad González Martínez, en el que refirió presunta
violación a sus derechos humanos, atribuida a servidores públicos de la Procuraduría
General de Justicia del Estado de México.

Manifestó el quejoso que: " ...En la causa 110/98-2, radicada en el Juzgado Primero Penal
de Chalco, México, el Juez libró orden de aprehensión por el delito de Homicidio, en agravio
de mi hijo; la orden fue expedida en el mes de marzo de 1998, hasta la fecha no se ha
cumplido; considero que ha pasado en exceso el término para que los judiciales la
ejecuten..."

Durante la fase de integración del expediente de queja, este Organismo solicitó al
Procurador General de Justicia del Estado de México, diversos informes acerca de los
hechos motivo de la queja.

El 4 de mayo de 1999, el Cuarto Visitador General de esta Comisión emitió un acuerdo,
mediante el cual ordenó abrir el expediente a prueba por un término de diez días naturales,
común a las partes, dividido en dos períodos; el primero para ofrecer pruebas y el segundo
para el desahogo de las mismas. 

El estudio y análisis lógico jurídico de las constancias que integran el expediente de queja
CODHEM/NEZA/1404/99-4, permitió a este Organismo considerar acreditada la violación
a derechos humanos del señor J. Trinidad González Martínez, atribuible al C. César
Manuel Escobar Morales, agente de la Policía Judicial adscrito al Grupo de Aprehensiones
en Chalco, de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México.

En efecto, la omisión del C. César Manuel Escobar Morales, elemento de la Policía Judicial
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México, encargado de ejecutar la
orden de aprehensión librada por el Juez Primero Penal de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Chalco, México, en la causa penal 110/98-2, en contra del señor José Luis
Reynoso Jiménez, por su probable responsabilidad en la comisión del delito de homicidio
en agravio de Jorge Eduardo González Morales, transgredió lo dispuesto por el artículo
21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El incumplimiento de la orden de aprehensión emanada de la autoridad judicial, hizo
negatorio el derecho del quejoso, conferido por la garantía de seguridad jurídica,

CODHEM

36

* La Recomendación 27/99 se dirigió al Procurador General de Justicia del Estado de México, el 31 de mayo de 1999, por
la violación a derechos humanos del señor J. Trinidad González Martínez. Se ha determinado publicar una síntesis de la
misma, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 56 de la Ley que crea la Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México, y 10 de su Reglamento Interno. El texto íntegro de la Recomendación 27/99 se encuentra en el expediente
respectivo y consta de 18 páginas.



consagrada en el párrafo segundo del artículo 17 de la Constitución General de la
República.

La negligencia del elemento de la policía judicial que fue comisionado para dar
cumplimiento a la orden de aprehensión de mérito, al no realizar de manera inmediata las
investigaciones tendentes a la captura del señor José Luis Reynoso Jiménez, ha
posibilitado la sustracción de la acción de la justicia del probable responsable; lo cual ha
negado al quejoso, la igualdad jurídica reconocida a los habitantes del Estado de México,
al tenor de lo dispuesto por el artículo 5 de la Constitución Política del Estado Libre y
Soberano de México.

El incumplimiento de la precitada orden de aprehensión se corroboró con el dicho del
quejoso; con el contenido del informe rendido a este Organismo por la Institución
Procuradora de Justicia en el Estado de México; y con la información proporcionada a esta
Comisión por el titular del Juzgado Primero Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Chalco, México.

Del informe rendido a esta Comisión por el señor César Manuel Escobar Morales, agente
de la Policía Judicial del Estado de México adscrito al Grupo de Aprehensiones en Chalco,
México, se desprende que en noviembre de 1998 -cuatro meses después de haber recibido
la orden-, solicitó y obtuvo la colaboración de la Procuraduría General de Justicia del
Distrito Federal, para realizar la búsqueda, localización y aprehensión del justiciable, dentro
de esa circunscripción; sin embargo, las acciones emprendidas por el elemento policial
del Estado de México no fueron eficaces para dar cumplimiento al mandato judicial.

A mayor abundamiento, basta citar que el propio agente de la Policía Judicial del Estado
de México, refirió en su comparecencia que al entrevistarse con el padre del justiciable,
éste le señaló: "...que su hijo trabajaba de mecánico por la Delegación Tláhuac,
...realizando recorridos en compañía de la Policía Judicial del Distrito Federal por dicha
delegación ..."; afirmación que hace evidente la ineficacia en las acciones desarrolladas,
toda vez que, efectuar recorridos en un territorio tan vasto como la Delegación
político-administrativa de referencia, sin precisar el lugar específico a localizar, implica
derroche estéril de recursos.

Del informe rendido por la Institución Procuradora de Justicia a este Organismo, se
advierte la omisión en que incurrió el elemento de la policía judicial comisionado para llevar
a cabo la aprehensión del justiciable, por haberse abstenido de realizar -cuando menos-
acciones tales como indagar el anterior empleo del indiciado; averiguar los sitios que
regularmente acostumbraba visitar, solicitar a las instituciones de asistencia social IMSS,
ISSSTE, ISSEMYM, si en sus registros de afiliación aparece o no el nombre del justiciable;
así como a la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito del Estado de México, a
efecto de saber si en sus archivos existen datos acerca de la expedición de licencia de
manejo o placas vehiculares a nombre del probable responsable, entre otras; ya que
únicamente se limitó a informar que se entrevistó con el padre del señor José Luis Reynoso
Jiménez, en el domicilio ubicado en la calle Mexicaltzingo Nº 153, colonia Metropolitana
3ª sección; y poster iormente, implementó recorr idos por la Delegación
político-administrativa Tláhuac, en el Distrito Federal.
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El servidor público adscrito a la Procuraduría General de Justicia del Estado de México,
obligado a ejecutar la multireferida orden de aprehensión, ha sido omiso en su cabal
cumplimento, así como en la fiel observancia de las atribuciones que le imponen los
artículos 81 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 22 fracción
II de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México; 14 del
Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General Justicia del Estado de México;
4 fracciones I y IX, 29 fracción I y 42 del Reglamento de la Policía Judicial del Estado de
México.

Lo anterior cobra mayor relevancia si se considera que los hechos a que se contrae el
presente documento se refieren al delito de homicidio, cometido en agravio de un habitante
del Estado de México, quien perdiera el más valioso de sus derechos humanos, la vida;
sin que hasta la fecha sus familiares hayan encontrado respuesta de la Representación
Social a sus legales y justos reclamos de procuración de justicia pronta, completa e
imparcial.

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos, respetuosamente,
formuló al señor Procurador General de Justicia del Estado de México, las siguientes:

Recomendaciones

PRIMERA.- Instruir al Director General de Aprehensiones de esa Institución Procuradora
de Justicia a su digno cargo, a efecto de que a la brevedad posible se dé cumplimiento a
la orden de aprehensión dictada por el Juez Primero Penal de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Chalco, México, en la causa 110/98-2, en contra del señor José Luis Reynoso
Jiménez, por su probable responsabilidad en la comisión del delito de homicidio perpetrado
en agravio del señor Jorge Eduardo González Morales.

SEGUNDA.- Instruir al titular del órgano de control interno de la Institución a su digno
cargo, a efecto de que inicie el procedimiento administrativo correspondiente, en el que
se investigue y determine la responsabilidad en que haya incurrido el C. César Manuel
Escobar Morales, agente de la Policía Judicial adscrito al Grupo de Aprehensiones en
Chalco, México, así como aquellos otros elementos encargados de ejecutar la antecitada
orden de aprehensión, por las omisiones señaladas en el capítulo de Observaciones del
presente documento y, de resultar procedente, se impongan las sanciones que con estricto
apego a derecho correspondan.
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Recomendación No. 28/99*

El 30 de mayo de 1997, se recibió en este Organismo el escrito de queja presentado por
el señor Manuel Vázquez Arellano, en representación de los "Condóminos del Centro
Comercial Plaza Tollocan", en el que refirió hechos que consideró violatorios a sus
derechos humanos, atribuibles a servidores públicos de la Procuraduría General de
Justicia del Estado de México.

Manifestó el quejoso que treinta condóminos del Centro Comercial Plaza Tollocan,
ubicados en Paseo Tollocan 405 oriente, fueron despojados de los locales comerciales
que adquirieron de la empresa Operadora Inmobiliaria de Toluca, S. A. de C. V., de la cual
era Presidente del Consejo de Administración, en ese momento, el C.P. Gabriel Mena
Palacios, y apoderado legal, el Sr. Alberto López Sánchez. Dicho despojo consistió en que
el Banco de Comercio de esta ciudad, se adjudicó el inmueble el 4 de octubre de 1995,
sin que los propietarios tuvieran ningún compromiso contractual con dicho Banco.

El 5 de agosto de 1993, las señoras Araceli González Ordóñez, Lourdes Morgan de Carrillo
y Sonia Rodríguez Rangel, denunciaron ante el Agente del Ministerio Público adscrito al
tercer turno de la Agencia Central de la Procuraduría General de Justicia de la Entidad,
hechos que consideraron constitutivos de delito cometidos en su agravio y en contra de
Operadora Inmobiliaria de Toluca, S. A. de C. V., y/o Gabriel Mena Palacios, iniciándose
la indagatoria TOL/AC/III/4819/93.

El 8 de febrero de 1994, el señor Benjamín Gómez Zarza acudió ante el Ministerio Público
de la Agencia Central a fin de que se iniciara el acta TOL/AC/I/838/94, por hechos
cometidos en su agravio y en contra de quien resultara responsable, la cual fue acumulada
en la misma fecha a su similar TOL/AC/III/4819/93.

El 24 de abril de 1995, el Agente del Ministerio Público adscrito a la Mesa Especial de la
Dirección General de Averiguaciones Previas, determinó el no ejercicio de la acción penal
en la indagatoria TOL/AC/III/4819/93.

El 4 de octubre de 1995, el señor Manuel Vázquez Arellano y otros, presentaron denuncia
de hechos que consideraron constitutivos de delito cometidos en su agravio, en contra de
quien resultara responsable, radicándose bajo el número de acta TOL/AC/I/7388/95.

En fecha 8 de diciembre de 1995, el Agente del Ministerio Público adscrito a la Dirección
General de Averiguaciones Previas, acordó la acumulación de la indagatoria
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TOL/AC/I/7388/95, al acta TOL/AC/III/4819/93, por considerar que los hechos se
encontraban relacionados.

El 30 de mayo de 1997, se envió a los Agentes Auxiliares del Procurador, el acta
TOL/AC/III/4819/93, para su estudio y autorización de la determinación del no ejercicio de
la acción penal.

El 17 de julio de 1997, el Lic. César Hidalgo Aguilar, Agente del Ministerio Público Auxiliar
del Procurador, a través de oficio sin número, hizo del conocimiento del Agente del
Ministerio Público adscrito a la Mesa Especial de la Dirección General de Averiguaciones
Previas, que no se autorizaba la ponencia de no ejercicio de la acción penal, girándole
instrucciones a efecto de realizar las diligencias que quedaron anotadas en el numeral
ocho del capítulo de Hechos de la presente Recomendación.

Hasta el momento no se han realizado totalmente las diligencias ordenadas por el Agente
del Ministerio Público Auxiliar del C. Procurador, el día 17 de julio de 1997; asimismo, la
Averiguación Previa TOL/AC/III/4819/93, a la cual fueron acumuladas las indagatorias
TOL/AC/I/838/94 y TOL/AC/I/7388/95, no ha sido debidamente integrada y determinada.

Con los actos y omisiones descritos en el capítulo de Hechos de la Recomendación, los
servidores públicos licenciados Lorenzo Romero González, Fernando Gutiérrez Santana,
Ramiro Serrano López y Juan Carlos Ávila Sánchez, Agentes del Ministerio Público,
transgredieron lo dispuesto por los artículos 21 párrafo primero y 17 párrafo segundo de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81 párrafo primero de la
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 5 inciso a) fracción I de la
Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México; 42 fracciones
I y XXII, y 43 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y
Municipios.

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos,
respetuosamente, formuló al Procurador General de Justicia del Estado de México, las
siguientes:

Recomendaciones

PRIMERA.- Instruir a quien corresponda, a efecto de que se realicen todas y cada una de
las diligencias necesarias para la integración y perfeccionamiento legal de la Averiguación
Previa TOL/AC/III/4819/93, a fin de que a la brevedad posible se determine en la misma,
lo que con estricto apego a derecho proceda.

SEGUNDA.- Instruir al titular del órgano de control interno de la Institución a su digno
cargo, para que inicie el procedimiento administrativo correspondiente, a fin de investigar,
identificar y determinar la responsabilidad de los servidores públicos Lorenzo Romero
González, Fernando Gutiérrez Santana, Ramiro Serrano López y Juan Carlos Ávila
Sánchez, quienes han tenido a su cargo la integración de la Averiguación Previa
TOL/AC/III/4819/93, por las omisiones que han quedado descritas en el capítulo de
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Observaciones del presente documento y de resultar procedente, imponga las sanciones
que con estricto apego a derecho procedan.

TERCERA.- Instruir al titular del órgano de control interno de la Institución a su digno cargo,
para que inicie el procedimiento administrativo correspondiente, a fin de investigar,
identificar y determinar la responsabilidad del o de los servidores públicos adscritos a la
Dirección General de Servicios Periciales, que han omitido a la fecha, rendir el dictamen
pericial solicitado por la Representación Social dentro de la Averiguación Previa
TOL/AC/III/4819/93, el 21 de enero de 1994 mediante oficio 211-07-167-94 y de resultar
procedente, imponga las sanciones que con estricto apego a derecho procedan.
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Recomendación No. 29/99*

El 26 de octubre de 1998, esta Comisión de Derechos Humanos recibió el escrito de queja
presentado por la señora Juana de la Cruz Piña, en el que refirió hechos que consideró
violatorios a sus derechos humanos, atribuibles al P.D. Juan Carlos Bello García, Síndico
Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional de Temascalcingo, Estado de México.

Manifestó la señora Juana de la Cruz Piña, que: ‘‘...En fecha 21 de octubre del presente
año, fui citada por el Síndico Municipal, con el fin de que le entregara yo al señor Jesús
Gutiérrez, una cantidad de dinero, porque supuestamente una de mis hijas, le picó un ojo
a su hijo y éste perdió la vista, ya antes le había dado yo al señor Jesús, $500.00 pesos,
para el tratamiento de su hijo, pero ahora quiere más dinero, yo le dije al Síndico que ya
no tenía dinero y que quería pruebas de que mi hija había sido quien le picara el ojo a su
hijo, contestando el Síndico que era mi obligación pagar y que si no lo hacia se llevarían
a la cárcel a mi esposo y a mí también me encerrarían, yo le dije que no daría más dinero
porque no lo tengo, y en ese momento el Síndico llamó a los policías municipales y les
ordenó me llevaran a las galeras, y a mi esposo lo tuvieron en la oficina del Síndico, hasta
que firmó a la fuerza un pagaré por $750.00 pesos... me tuvieron privada de mi libertad
desde las 10:00 a.m. hasta las 3:00 p.m. posteriormente... fui al Ministerio Público de
Atlacomulco, e inicié una acta en contra del Síndico, la cual... fue enviada a la Dirección
de Responsabilidades...’’

‘‘...Además, fui encerrada junto con dos de mis hijos, uno de 2 años y el otro de 10 meses,
éste último se enfermó de bronconeumonía por lo frío de las galeras...’’

El estudio y análisis de las constancias que integran el expediente de queja
CODHEM/SFP/2348/98-7, permite concluir que se acreditó violación a derechos humanos
de la señora Juana de la Cruz Piña, atribuible al P.D. Juan Carlos Bello García, Síndico
Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional de Temascalcingo, México.

De la investigación que realizó esta Comisión, se desprende que el 1 de octubre de 1998,
el P.D. Juan Carlos Bello García, Síndico Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional
de Temascalcingo, Estado de México, envió citatorios a los C.C. Jaime Zaldívar Chaparro
y Miguel Gutiérrez Chávez, a petición del señor Jesús Gutiérrez Ruiz, quien le puso en
conocimiento al referido servidor público, que las hijas de dichos señores habían lesionado
en su ojo izquierdo a su menor hijo Uriel Gutiérrez Morado.
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El 3 de octubre del año próximo pasado, los señores Zaldívar Chaparro, Gutiérrez Chávez
y Gutiérrez Ruiz, comparecieron en las oficinas que ocupa la Sindicatura Municipal, a
efecto de llegar a un arreglo económico dando origen a un convenio que los mismos, junto
con el P.D. Juan Carlos Bello García, suscribieron.

El 20 de octubre del referido año, nuevamente el Síndico Municipal de Temascalcingo,
México, envió citatorio al señor Jaime Zaldívar Chaparro, quien en compañía de su esposa,
la señora Juana de la Cruz Piña y dos de sus menores hijos; acudieron el 21 del mismo
mes y año. Que de acuerdo a lo manifestado por la quejosa, la referida autoridad municipal
le indicó al señor Zaldívar Chaparro, que si no cubría en su totalidad el pago de las
curaciones del menor Gutiérrez Morado, lo encerraría en la cárcel; que la señora de la
Cruz Piña, al escuchar esto, manifestó que ya no darían más dinero porque no lo tenían,
además de que necesitaban pruebas de que su menor hija había producido la lesión; esta
situación molestó al Síndico Municipal, quien ordenó a un elemento de seguridad pública
de ese municipio, que la sacara de su oficina, siendo remitida a las galeras de la
Comandancia Municipal, donde permaneció desde las 10:00 hasta las 15:00 horas,
aproximadamente, de esa misma fecha.

La conducta del P.D. Juan Carlos Bello García, Síndico Municipal del H. Ayuntamiento
Constitucional de Temascalcingo, México, motivó que la señora de la Cruz Piña acudiera
ante el personal adscrito al Centro de Justicia de Atlacomulco, México, y denunciara los
hechos, dando origen a la indagatoria ATLA/III/1789/98, misma que en fecha 26 de octubre
del año próximo pasado, fue remitida a la Dirección General de Responsabilidades de la
Procuraduría General de Justicia del Estado de México, en donde se registró con el número
TOL/DR/III/1093/98.

Con los actos y omisiones descritos en el capítulo de Hechos de la Recomendación, el
P.D. Juan Carlos Bello García, Síndico Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional de
Temascalcingo, México, transgredió lo dispuesto por los artículos 14, 16 y 17 parte in fine
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5 de la Constitución Política
del Estado Libre y Soberano de México; 139 del Código Penal vigente en el Estado de
México; 53 fracción X de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México; 18 fracción I de
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México; así como
42 fracciones I y XXII y 43 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del
Estado de México y Municipios.

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos, respetuosamente,
formuló al Presidente Municipal Constitucional de Temascalcingo, México, las siguientes:

Recomendaciones

PRIMERA.- Con la copia certificada del presente documento que se anexa, se sirva
solicitar al titular del órgano de control interno de la H. LIII Legislatura del Estado de México,
en términos de lo dispuesto por los artículos 48 fracción XVI de la Ley Orgánica Municipal
del Estado de México y 47 párrafo segundo de la Ley de Responsabilidades de los
Servidores Públicos del Estado de México y Municipios, inicie el correspondiente
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procedimiento administrativo tendente a identificar, investigar y determinar la
responsabilidad en que haya incurrido el P.D. Juan Carlos Bello García, Síndico Municipal
del H. Ayuntamiento Constitucional que usted preside, por los actos u omisiones que han
quedado precisados en el capítulo de Observaciones de la presente Recomendación, a
efecto de que en su caso, se le impongan las sanciones que conforme a derecho procedan.

SEGUNDA.- Por lo que hace a la probable responsabilidad penal del P.D. Juan Carlos
Bello García, Síndico Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional de Temascalcingo,
México, se sirva aportar los elementos necesarios que le sean requeridos para la debida
integración del acta de Averiguación Previa TOL/DR/III/1093/98, a efecto de que la
Representación Social esté en posibilidades de determinarla con estricto apego a Derecho.

TERCERA.- Instruir a quien corresponda, para que a la brevedad se implemente la
impartición de cursos de capacitación y actualización en materia de derechos humanos,
a los servidores públicos del H. Ayuntamiento Constitucional de Temascalcingo, México,
para lo cual, esta Comisión le ofrece la más amplia colaboración.
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Recomendación No. 30/99*

El 19 de abril de 1999, este Organismo recibió el escrito de queja del señor Martín Isair
Páez Hernández, quien refirió hechos presuntamente violatorios a sus derechos humanos,
atribuibles a servidores públicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de
México.

Manifestó el quejoso que el día 12 de febrero, sufrió el disparo de arma de fuego,
levantándose el acta LVHT/III/207/97, simultáneamente la similar ATI/III/598/97 en la
Agencia del Ministerio Público de Atizapán de Zaragoza, Tercer Turno. Agregó que el 15
de agosto de 1998, sus abogados presentaron un escrito a través del cual solicitaron copias
simples de la indagatoria iniciada en la Agencia del Ministerio Público adscrita al Tercer
Turno del Centro de Justicia de Atizapán de Zaragoza, así como el ejercicio de la acción
penal correspondiente; sin embargo, la indagatoria no fue localizada. Refirió el quejoso
que por esta circunstancia, el 25 de agosto de 1998, demandó el amparo y protección de
la Justicia Federal por violaciones a sus garantías constitucionales, señalando como
autoridad responsable, entre otros, al Agente del Ministerio Público Investigador del Tercer
Turno, adscrito al Centro de Justicia de Atizapán de Zaragoza. 

Durante la fase de integración del expediente, este Organismo solicitó al Procurador
General de Justicia de la Entidad, diversos informes sobre la integración del acta de
Averiguación Previa ATI/III/598/97, así como su relacionada LVHT/III/207/97.

El estudio y análisis de las constancias que integran el expediente de queja
CODHEM/NJ/1963/99-3, permitió concluir que se acreditó violación a los derechos
humanos del señor Martín Isair Páez Hernández, por parte de servidores públicos de la
Procuraduría General de Justicia de la Entidad.

Se afirma lo anterior toda vez que la dilación en la integración y determinación del acta de
Averiguación Previa ATI/III/598/97, por parte de los servidores públicos Rodolfo García
Garnica, Fernando Gutiérrez Santana y Leticia Orduña Santacruz, transgredió lo dispuesto
por el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y a la fecha
de emitir la presente Recomendación, han transcurrido dos años y cuatro meses sin que
la Representación Social haya determinado conforme a derecho el acta de Averiguación
Previa ATI/III/598/97. En este orden de ideas, los servidores públicos que tuvieron a su
cargo la integración y perfeccionamiento de la indagatoria antecitada infringieron lo
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dispuesto por el artículo 116 del Código de Procedimientos Penales en el Estado de
México.

De acuerdo a las constancias que integran la indagatoria ATI/III/598/97 (reposición de
actuaciones), no se advierte que la Representación Social haya tomado las providencias
necesarias, tendentes a asegurar una pronta y correcta procuración de justicia. Además,
los servidores públicos encargados en su momento de su integración, tampoco actuaron
con diligencia y oportunidad, cuando advirtieron que la indagatoria en comento estaba
extraviada, la cual junto con su relacionada LVHT/III/207/97 a la fecha de emitir el presente
documento, no han sido localizadas.

Es evidente además que al rendir su informe justificado ante la autoridad federal, el
licenciado Gutiérrez Santana mencionó diligencias contenidas en la indagatoria de
referencia, lo cual hace presumir que tuvo físicamente el documento ministerial y que al
enviarlo -como él lo refirió- a la oficina de los Auxiliares del Procurador con ponencia de
reserva, debió haber dado cumplimiento a lo previsto por el numeral 22 del Código Adjetivo
Penal vigente en la Entidad.

El extravío de las indagatorias multimencionadas, se confirma tomando en consideración
que desde el 25 de agosto de 1998 en que se inició el juicio de garantías de mérito, el
Representante Social no exhibió completa la copia de la Averiguación Previa
ATI/III/598/97; fue hasta el 15 de enero de 1999, en que la licenciada Leticia Orduña
Santacruz remitió únicamente copias certificadas del desglose de la indagatoria
LVHT/III/207/97, manifestando que se inició la reposición de actuaciones de la primordial
ATI/III/598/97. La pérdida de la indagatoria referida, ha ocasionado inseguridad jurídica al
agraviado, pues se desconocen las actuaciones que se hayan realizado por parte del
Agente del Ministerio Público.

A criterio de esta Comisión, la actitud negligente de los servidores públicos que
intervinieron en la integración de la indagatoria ATI/III/598/97, encuadra en el presupuesto
legal previsto por el artículo 23 del Código Adjetivo Penal vigente en la Entidad.

No pasa inadvertido para este Organismo que la licenciada Leticia Orduña Santacruz inició
el 12 de enero de 1999, la reposición del acta de Averiguación Previa ATI/III/598/97 y en
la misma fecha acordó girar oficio a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal
de Atizapán de Zaragoza, México, así como a la Delegación de Servicios Periciales de
Tlalnepantla, México. Asimismo, hizo constar el 12 de mayo de 1999 que hasta esa fecha,
ambas instancias no habían dado respuesta a su solicitud. Sin embargo, de la visita
realizada el 2 de junio de 1999, por personal de actuaciones de este Organismo a ese
Centro de Justicia, se observó que en la acta de Averiguación Previa ATI/III/598/97
recuperada, sólo existen los oficios respectivos y no obran los acuses de recibo
correspondientes; circunstancia que hace cuestionable la veracidad de estas actuaciones
realizadas por la licenciada Leticia Orduña Santacruz. Fue hasta el 15 de mayo de 1999,
cuando la servidora pública Orduña Santacruz giró oficios en vía de recordatorio. De los
acuses de recibo de estos oficios, se desprende que hasta el 24 de mayo de 1999, fueron
notificadas las autoridades mencionadas, es decir, cuatro meses después de haber
iniciado la restitución de actuaciones. Una vez que la licenciada Orduña Santacruz se
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percató del extravío de la indagatoria ATI/III/598/97, debió realizar con atención y
constancia, diligencias tendentes a investigar la verdad histórica de los hechos y
determinar la indagatoria antecitada.

Cabe destacar que además de la dilación en que ha incurrido la Representación Social al
no integrar y determinar la indagatoria ATI/III/598/97, tampoco dio respuesta a la petición
que por escrito le formuló el señor Martín Isair Páez Hernández el 15 de agosto de 1998,
quien solicitó copias simples de la indagatoria ATI/III/598/97, así como el ejercicio de la
acción penal en la misma. Por esta omisión, el Agente del Ministerio Público en turno,
quebrantó lo previsto por el artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 45 de la Ley que crea este Organismo,
valoradas las pruebas ofrecidas por las partes, de acuerdo a los principios de la lógica, la
legalidad y la experiencia, esta Comisión de Derechos Humanos consideró que los
servidores públicos señalados como responsables, no acreditaron en ningún momento, el
cumplimiento de sus obligaciones en el servicio público.

Asimismo, este Organismo, en plena observancia al contenido de los puntos cuarto y sexto
del Convenio celebrado entre Procuradurías de Justicia y Organismos Públicos de
Protección y Defensa de Derechos Humanos el 30 de abril de 1996, ha tomado en cuenta
en el presente asunto, que una adecuada política en materia de derechos humanos es
aquella que busca hacer cesar de inmediato la violación, reparar los daños ocasionados
por ella y sancionar al responsable o responsables de su realización y que no basta para
acreditar la violación a derechos humanos, el hecho de que la investigación ministerial no
esté determinada. Sin embargo, de acuerdo a la información proporcionada por la
autoridad y servidores públicos señalados como responsables, resulta injustificable que
después de más de dos años de haberse iniciado la Averiguación Previa ATI/III/598/97,
no haya sido determinada. Además, es oportuno mencionar que no se ha dado
intervención al Agente del Ministerio Público adscrito a la Mesa de Responsabilidades.

Con sus actos y omisiones, los servidores públicos Rodolfo García Garnica, Fernando
Gutiérrez Santana y Leticia Orduña Santacruz, infringieron lo dispuesto por el artículo 42
de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, y se
ubican en el supuesto señalado por el artículo 43 de la citada legislación.

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos,
respetuosamente, formuló al Procurador General de Justicia del Estado de México, las
siguientes: 

Recomendaciones

PRIMERA.- Instruir a quien corresponda a efecto de que se realicen todas y cada una de
las diligencias, tendentes a integrar y perfeccionar el acta de Averiguación Previa
ATI/III/598/97 y su acumulada LVHT/III/207/97, a fin de que a la brevedad posible se
determine lo que con estricto apego a derecho proceda, teniendo especial cuidado en que
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se incorporen, en vía de reposición de actuaciones, todas las constancias que se
extraviaron.

SEGUNDA.- Instruir al Director de Responsabilidades de la Institución a su digno cargo,
para que inicie el acta de Averiguación Previa correspondiente, por el extravío de la
indagatoria ATI/III/598/97 y su acumulada LVHT/III/207/97, y una vez que sea integrada
y perfeccionada, determine lo que con estricto apego a derecho proceda.

TERCERA.- Instruir al titular del órgano de control interno de la Institución a su cargo, para
que inicie el procedimiento administrativo tendente a investigar y determinar la
responsabilidad en que hayan incurrido los servidores públicos Rodolfo García Garnica,
Fernando Gutiérrez Santana y Leticia Orduña Santacruz que estuvieron a cargo de la
integración de la Averiguación Previa ATI/III/598/97 y su acumulada LVHT/III/207/97, por
los actos y omisiones descritos en el capítulo de Observaciones, y de resultar procedente,
imponga las sanciones que con estricto apego a derecho procedan.
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Recomendación No. 31/99*

El 6 de febrero de 1999, esta Comisión de Derechos Humanos recibió el escrito de queja
presentado por el señor Hilario Velázquez Hernández, en representación de su menor hijo
Isaac Velázquez Reyes y de su esposa Lucía Reyes Martínez, en el que refirió hechos
que consideró violatorios a derechos humanos, atribuibles al Lic. Humberto Contreras
Islas, Síndico Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional de Acambay, Estado de
México.

Manifestó el señor Hilario Velázquez Hernández, que: ‘‘...El día 29 de noviembre de 1998,
como a las 15:00 horas, se encontraba nuestro hijo... Isaac Velázquez Reyes, de 12 años
de edad, en un baldío... cuando los señores Hilario González Serapio, Ma. Isabel González
Serapio, Angélica, de los mismos apellidos, así como Vicente Hernández Peña, Espiridión
Martínez Miranda, lo empezaron a corretear junto con otro niño de nombre Víctor
Martínez... porque supuestamente habían robado a esta familia la cantidad de cuatro mil
pesos... una vez que los agarraron y golpearon con un cinturón de cuero, los llevaron con
el Delegado Municipal de Puentecillas de nombre Joaquín Flores, quien los trasladó... a
la Comandancia Municipal, en donde suponemos a decir del niño, lo interrogó el
Comandante o algún policía, quien lo puso ante una perra de la clase pastor alemán, que
tienen en la cárcel municipal, echándoselas encima y diciéndoles que si no decían la
verdad los dejaría sin huevos, ante esta amenaza el niño... Víctor Martínez, quien ya tenía
viviendo con esta familia como tres meses aproximadamente, dijo que sí había tomado el
dinero, una vez que los interrogaron y que a decir de mi hijo ya era de noche, se regresaron
para Puentecillas, donde a mi hijo Isaac Velázquez Reyes, prácticamente lo tuvieron
secuestrado en la casa de la familia González Serapio... dejándolo ir a nuestra casa hasta
el día 30 de noviembre de 1998, como a las 15:00 horas, pero antes... llamaron a mi esposa
Lucía Reyes Martínez, quien ante el Delegado expresó no saber leer ni escribir y el Sr.
Hilario González Serapio, de puño y letra redactó un escrito en donde decía que la Sra.
Lucía Reyes Martínez, se comprometía a pagar la cantidad de dos mil cien pesos, el día
30 de enero de 1999... y el Delegado selló el escrito, al cumplirse el supuesto plazo estas
familias se trasladaron a la Sindicatura de Acambay, México; el Síndico procedió a
amedrentarnos diciendo que si no pagamos iniciaría la denuncia para turnarla al  Ministerio
Público de Atlacomulco, sin escuchar nuestro dicho, aún le hicimos saber que el Delegado
no era nadie competente para hacer una sentencia como si fuera algún Juez... el Síndico,
únicamente quería obligarnos a pagar algo que no debemos...’’
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El estudio y análisis de las constancias que integran el expediente de queja
CODHEM/SFP/259/99-7, permite concluir que se acreditó violación a derechos humanos
del C. Hilario Velázquez Hernández, en representación de su hijo Isaac Velázquez Reyes
y de su esposa Lucía Reyes Martínez, atribuibles al Lic. Humberto Contreras Islas, Síndico
Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional de Acambay, México.

De la investigación que realizó esta Comisión, se desprende que el 29 de noviembre de
1998, los C.C. María Isabel, Hilario y Angélica de apellidos González Serapio, así como
Vicente Hernández Peña y Espiridión Martínez Miranda, detuvieron a los menores Isaac
Velázquez Reyes y Víctor Martínez Gómez, ya que supuestamente dichos infantes le
habían robado a la C. María Isabel González, en el interior de su domicilio, la cantidad de
$5,000.00 (cinco mil pesos 00/100 m. n.); y los remitieron con el señor Joaquín Flores
Hernández, Delegado Municipal Suplente de la comunidad de Puentecillas, Acambay,
México, quien una vez que se enteró de los hechos, decidió ponerlos a disposición del
Síndico Municipal del propio lugar.

Aproximadamente a las 21:00 horas, de esa misma fecha, el citado Delegado Municipal,
en compañía de los C. C. Hilario González Serapio y Facundo Ruiz Pérez, llevaron a los
precitados menores a la Presidencia Municipal de Acambay, México, en cuyo lugar fueron
atendidos primeramente por los elementos policiales que se encontraban de guardia en
dicho lugar, y posteriormente por el Lic. Humberto Contreras Islas, Síndico Municipal del
mismo Ayuntamiento, quien al enterarse de lo sucedido, procedió, según el dicho de Isaac
Velázquez Reyes, a amedrentarlos con un perro de la raza pastor alemán, a fin de que
confesaran el ilícito de robo que presuntamente habían cometido. Sin embargo, y toda vez
que no se presentó la parte ofendida, no obstante que se trataba de un delito de los que
se persiguen de oficio, ordenó al mismo Delegado que regresara a los menores a su
domicilio particular y que esperaría a que la parte afectada compareciera e iniciara su
denuncia por dicho delito.

Con los actos y omisiones descritos en el capítulo de Hechos de la Recomendación, el
Lic. Humberto Contreras Islas, Síndico Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional de
Acambay, México, transgredió lo dispuesto por los artículos 16 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 5 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano
de México; 139 fracción II del Código Penal vigente en el Estado de México; 53 fracción
X de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México; 18 fracción I de la Ley Orgánica de
la Procuraduría General de Justicia del Estado de México; 6 fracciones I y II del Bando
Municipal de Policía y Buen Gobierno del H. Ayuntamiento Constitucional de Acambay,
México; así como 42 fracciones I y XXII y 43 de la Ley de Responsabilidades de los
Servidores Públicos del Estado de México y Municipios.

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos, respetuosamente,
formuló al Presidente Municipal Constitucional de Acambay, México, las siguientes:
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Recomendaciones

PRIMERA.- Con la copia certificada del presente documento que se anexa, solicitar al
titular del órgano de control interno de la H. LIII Legislatura del Estado de México, en
términos de lo dispuesto por los artículos 48 fracción XVI de la Ley Orgánica Municipal del
Estado de México y 47 párrafo segundo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores
Públicos del Estado de México y Municipios, inicie el correspondiente procedimiento
administrativo tendente a identificar, investigar y determinar la responsabilidad en que haya
incurrido el Lic. Humberto Contreras Islas, Síndico Municipal del H. Ayuntamiento
Constitucional que usted preside, por los actos u omisiones que han quedado precisados
en el capítulo de Observaciones de la presente Recomendación, a efecto de que en su
caso, se le impongan las sanciones que conforme a derecho procedan.

SEGUNDA.- Instruir a quien corresponda, para que a la brevedad se implemente la
impartición de cursos de capacitación y actualización en materia de derechos humanos,
a los servidores públicos del H. Ayuntamiento Constitucional de Acambay, México, para
lo cual, esta Comisión le ofrece la más amplia colaboración.
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Recomendación No. 32/99*

En fecha 7 de diciembre de 1998, este Organismo recibió un escrito de queja presentado
por el señor Agustín Zamorano Pérez, en el que refirió hechos que consideró violatorios
a los derechos humanos de su hijo Alfredo Zamorano Olguín, atribuibles a servidores
públicos de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social del Estado de
México.

En este contexto, esta Comisión solicitó al Lic. Luis César Fajardo de la Mora, Director
General de Prevención y Readaptación Social del Estado de México, se sirviera rendir un
informe con relación a los hechos motivo de la queja.

Del estudio lógico-jurídico de las constancias que se allegó este Organismo, se acreditó
la violación a derechos humanos del señor Alfredo Zamorano Olguín, por parte de los
servidores públicos de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social del
Estado de México.

La conducta desplegada por parte de los encargados de brindar la atención médica
correspondiente al señor Alfredo Zamorano Olguín en el Centro Preventivo y de
Readaptación Social de Texcoco, México, transgredió lo dispuesto por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 4º, que en lo conducente
establece:

Artículo 4º.- ‘‘...Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley definirá las
bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia
de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme
a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución...’’

La falta de profesionalismo de los servidores públicos adscritos al área médica del Centro
Preventivo y de Readaptación Social de Texcoco, México, se tradujo en una inadecuada
atención médica al señor Alfredo Zamorano Olguín, al no emitir tempranamente su
diagnóstico; lo que ocasionó que no se le brindara un tratamiento adecuado y oportuno a
su padecimiento, privándole de la posibilidad de ser trasladado a tiempo, a un hospital que
contara con todos y cada uno de los elementos clínicos necesarios para su atención,
negándole en los hechos la igualdad jurídica reconocida a los habitantes del Estado de
México, al tenor de lo dispuesto por el artículo 5 de la Constitución Política del Estado Libre
y Soberano de México.
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Para este Organismo resultan inaceptables las omisiones en que incurrió el personal
médico adscrito al Centro Preventivo y de Readaptación Social de Texcoco, México, ya
que la falta de un estudio integral del paciente, así como de análisis de laboratorio que
permitieran robustecer sus diagnósticos, ocasionó un retraso en el tratamiento del señor
Alfredo Zamorano Olguín lo que contribuyó a que su estado de salud se agravara, ya que
los médicos tratantes no llevaron a cabo la atención adecuada de la sintomatología del
paciente. En el deficiente desempeño de las funciones médicas, es evidente la relación
causa-efecto entre el retraso del diagnóstico y el agravamiento del paciente.

Cabe señalar que del examen de las constancias que integran el presente expediente de
queja, una vez valoradas en su conjunto de acuerdo a los principios de la lógica, la
experiencia y la legalidad, como lo dispone el artículo 45 párrafo segundo de la Ley que
crea la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, se considera acreditada
la responsabilidad del personal médico adscrito al Centro Preventivo y de Readaptación
Social de Texcoco, México, no únicamente por omitir que se trataba de un paciente que
evidentemente presentaba diversos problemas de salud, que ameritaban una valoración
exhaustiva por parte del personal médico adscrito al Centro de referencia; sino además
porque de la lectura del dictamen médico emitido por el Doctor Felipe E. Takajashi Medina,
Perito Médico adscrito a la Comisión Nacional de Derechos Humanos, se hace evidente
la impericia durante la intervención de los médicos en la atención del paciente Alfredo
Zamorano Olguín, toda vez que omitieron:

I. Realizar un interrogatorio por aparatos y sistemas, así como una exploración clínica lo
suficientemente completa, lo que impidió efectuar un diagnóstico correcto; no existiendo
ninguna justificación para no hacer un interrogatorio y exploración completas del paciente
al realizar ésta en la consulta general, sobre todo tratándose de un paciente que
evidentemente presentaba diversos problemas de salud, que ameritaban la valoración
exhaustiva y completa por parte del médico; el no llevarlo a cabo, significaba la posibilidad
de que el paciente se agravara.

II. Valorar adecuadamente al paciente Alfredo Zamorano Olguín, ya que la valoración
practicada fue deficiente en todos los aspectos, lo que ocasionó que el diagnóstico no
fuera correcto y oportuno, retrasándose éste durante 12 días, por lo que el tratamiento
específico para los padecimientos que presentaba se dilató, originando con ello que el
estado de salud del paciente se agravara; por lo tanto, existió una relación causa-efecto
entre el retraso en el diagnóstico y el agravamiento del paciente.

Toda persona, que por alguna causa legal sea asegurada en las instalaciones destinadas
para ese efecto, debe continuar en el goce de los derechos que no le hayan sido legalmente
restringidos o suspendidos en la sanción impuesta por la autoridad competente; asimismo
es responsabilidad de la autoridad a cuya disposición se encuentre la persona sancionada
o asegurada, preservar y respetar sus derechos humanos; debiendo cumplir además, con
la obligación de garantizar su integridad física durante su estancia en algún Centro
Preventivo y de Readaptación Social.

Por lo anterior, esta Comisión de Derechos Humanos, formuló al Director General de
Prevención y Readaptación Social del Estado de México, las siguientes:
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Recomendaciones

PRIMERA.- Instruir a quien corresponda, a efecto de que el órgano de control interno de
la Secretaría General de Gobierno del Estado de México, inicie el procedimiento
administrativo correspondiente, para determinar la responsabilidad en que hubiese
incurrido el personal médico adscrito al Centro Preventivo y de Readaptación Social de
Texcoco, México, por las omisiones que han quedado descritas en el capítulo de
Observaciones de esta Recomendación, y en su caso les sea impuesta la sanción que
conforme a derecho proceda.

SEGUNDA.- Instruir a quien corresponda, a efecto de que el personal adscrito a los
servicios médicos de los Centros Preventivos y de Readaptación Social del Estado de
México, en el ejercicio de su profesión, invariablemente lleve a cabo valoraciones clínicas
adecuadas y completas, a fin de que sus diagnósticos, estén en todos los casos, oportuna
y debidamente sustentados.
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Recomendación No. 33/99*

El 17 de marzo de 1999, este Organismo recibió un escrito de queja presentado por el
señor Héctor Javier Pozos González, en el que refirió hechos que consideró violatorios a
derechos humanos de su menor hijo, Héctor Pozos Soto, atribuibles al profesor Indalecio
Aguilar Vega, de la Secundaria "Benemérito de las Américas", dependiente de los Servicios
Educativos Integrados al Estado de México. 

Manifestó el quejoso que su hijo Héctor Pozos Soto fue lesionado por el profesor Indalecio
Aguilar Vega, el día 12 de marzo de 1999, cuando su hijo esperaba a un compañero afuera
de su salón, y al sonar el timbre de salida los demás compañeros corrieron y lo empujaron
al interior del salón de este profesor; éste salió molesto y a su hijo lo tomó por el cuello,
lastimándolo, y lo metió a un salón donde le comentó a su grupo "esta cosa fue",
provocándole una contractura muscular.

El análisis lógico jurídico de las constancias que integran el expediente de queja
CODHEM/NJ/1333/99-3, permite concluir acreditada la violación a derechos humanos del
menor Héctor Pozos Soto, atribuible al profesor Indalecio Aguilar Vega, servidor público
de los Servicios Educativos Integrados al Estado de México.

Es importante mencionar que la lesión infligida al menor Pozos Soto, además de ser un
agravio por demás indignante para el menor y su familia, es una grave ofensa para la
sociedad que confía un aspecto muy importante de la formación de sus hijos a los
mentores, quienes deben guardar ante todo, respeto a la dignidad y a la integridad de los
educandos.

Es evidente que la conducta del profesor Indalecio Aguilar Vega, observada en el caso
que nos ocupa, transgredió los principios rectores del proceso enseñanza-aprendizaje,
consagrados en el artículo 3 de nuestra Carta Magna y en los instrumentos jurídicos de
orden internacional suscritos y ratificados por México.

Desde luego, la agresión que el citado servidor público cometió en contra del menor Héctor
Pozos Soto, es una inaceptable negación de los nobles propósitos que se hallan inscritos
en los preceptos legales de corte constitucional e internacional antecitados.

Estos principios rectores que fueron violados por el mentor Aguilar Vega, son motivo de
reflexión y de una respetuosa exhortación a las autoridades educativas del Estado de
México, para que instrumenten las medidas tendentes a fomentar en todos los profesores,
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una mayor conciencia sobre la delicada tarea que les corresponde realizar en la formación
de los menores; y al mismo tiempo adopten como regla invariable de conducta, el
elemental respeto a los educandos, en la misma medida en que ellos como seres humanos
merecen ser respetados.

La Comisión de Derechos Humanos expresa su preocupación por estos hechos que
lamentablemente fueron cometidos por un servidor público que debe ser, tal vez más que
cualquier otro, guía para los educandos quienes por su natural condición lo miran como
paradigma de la virtud.

Esta conducta atribuible al profesor Indalecio Aguilar Vega, está corroborada con la
declaración rendida ante este Organismo por el menor Héctor Pozos Soto, quien indicó
que el profesor Indalecio Aguilar Vega lo regañó, lo jaló del cuello y lo metió hacia su salón,
provocándole fuertes dolores. 

Aún más, la actitud indebida del mentor Aguilar Vega ha sido acreditada con el contenido
de la receta médica del doctor Marco A. Alvarado García, expedida a favor del educando
Pozos Soto, la cual refiere diagnóstico de contractura muscular.

Asimismo, destaca la propia declaración del profesor Aguilar Vega, quien ante esta
Comisión de Derechos Humanos, manifestó que le llamó fuertemente la atención al menor.

A mayor abundamiento, la agresión del profesor Aguilar Vega, quedó corroborada con la
manifestación de los menores educandos, alumnos del grupo 1º "D" que coincidieron al
decir que el citado mentor "...tomó del cuello al niño para llamarle la atención y lo metió a
su salón...’’

Es importante señalar lo manifestado por la profesora Alicia Neri García, quien al dar
respuesta a este Organismo, informó que realizó una investigación y constató los hechos,
por lo cual le hizo una llamada de atención al profesor Indalecio Aguilar Vega.

El comportamiento que el propio profesor Indalecio Aguilar Vega, aceptó haber observado
al llamar la atención al menor Pozos Soto, no es propio para resolver los problemas de
disciplina de los alumnos. Por el contrario, en el caso que nos ocupa, ha quedado
demostrado que esta actitud del preceptor Aguilar Vega, atentó contra la integridad física
del menor Héctor Pozos Soto.

En concepto de este Organismo, la conducta del servidor público Indalecio Aguilar Vega
encuadra en los delitos de abuso de autoridad y lesiones, previstos y sancionados por los
artículos 139 y 234 del Código Penal vigente en el Estado de México.

Ahora bien, de acuerdo con las constancias que integran el expediente que nos ocupa, se
advierte que al servidor público Indalecio Aguilar Vega, únicamente se le ha iniciado
procedimiento administrativo; sin embargo, las autoridades educativas han sido omisas
en dar vista al Agente del Ministerio Público, para que se investiguen los posibles hechos
constitutivos de delito.
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Por lo anterior, a criterio de este Organismo, el profesor Indalecio Aguilar Vega, transgredió
lo dispuesto por los artículos 42 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos
del Estado y Municipios, y se ubica en el supuesto previsto por el artículo 43 del
ordenamiento mencionado.

Por lo anteriormente expresado, esta Comisión de Derechos Humanos, respetuosamente,
formuló al Director de los Servicios Educativos Integrados al Estado de México, las
siguientes:

Recomendaciones

PRIMERA.- Girar sus instrucciones, para que se dé vista a la Procuraduría General de
Justicia del Estado de México, a efecto de que se inicie la correspondiente acta de
Averiguación Previa por los hechos probablemente constitutivos de delito, cometidos en
agravio del menor Héctor Pozos Soto y en contra del servidor público Indalecio Aguilar
Vega.

SEGUNDA.- Instruir al titular del órgano de control interno de la Dirección a su cargo, para
que en el procedimiento administrativo CI-47/99, determine la responsabilidad en que
incurrió el profesor Indalecio Aguilar Vega, por los actos que han quedado debidamente
acreditados en el capítulo de Observaciones del presente documento e imponga las
sanciones que conforme a derecho procedan.

TERCERA.- Instruir a quien corresponda, para que a la brevedad se implementen cursos
de capacitación y actualización en materia de Derechos Humanos y en particular de los
derechos del niño, dirigidos al personal docente que labora en la Escuela Secundaria
‘‘Benemérito de las Américas’’, tendentes a fomentar el respeto a los derechos humanos
de los menores, para lo cual, esta Comisión le ofrece la más amplia colaboración.
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Recomendación No. 34/99*

En fecha 14 de octubre de 1998, este Organismo determinó investigar de oficio hechos
que fueron publicados en el periódico El Demócrata de México, respecto a la nota:
"Misteriosa Muerte de un Detenido en Galeras de la Policía Judicial."

En este contexto, esta Comisión solicitó al Procurador General de Justicia del Estado de
México, así como al Presidente Municipal Constitucional de San Mateo Atenco,
respectivamente, se sirvieran rendir un informe con relación a los hechos motivo de la
queja.

Del estudio lógico-jurídico de las constancias que se allegó este Organismo, se acreditó
la violación a derechos humanos del señor Claudio Martínez Solano, atribuibles a
servidores públicos municipales de San Mateo Atenco, México.

Debe recordarse que los mencionados servidores públicos municipales, tienen la
obligación de salvaguardar la seguridad e integridad física de las personas que se
encuentren detenidas en la cárcel municipal.

Es innegable que esta obligación entraña una gran responsabilidad para las autoridades
encargadas del aseguramiento de personas detenidas por la probable comisión de alguna
infracción, en donde el primer deber se traduce en la obligación de proteger la integridad
física de las personas que se encuentran bajo su custodia.

Las evidencias recabadas por este Organismo, permiten afirmar que los hechos que dieron
origen a la presente Recomendación, constituyen faltas cometidas en ejercicio de sus
funciones por parte de algunos elementos de la policía municipal de San Mateo Atenco,
México.

No pasa inadvertido para este Organismo que en el caso que nos ocupa, al momento del
ingreso del señor Claudio Martínez Solano, a las Galeras de la policía municipal, no se
certificó el estado psicofísico que él mismo presentaba, por no haber médico adscrito a la
Oficialía Conciliadora y Calificadora.

En informe rendido a este Organismo, por el Dr. Martín P. Jiménez García, Presidente
Municipal Constitucional de San Mateo Atenco, México, manifestó que fue la
Representación Social quien determinó y ordenó a la policía municipal que el C. Claudio
Martínez Solano, permaneciera en arresto por 36 horas. Sin embargo, durante la
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integración del expediente que se resuelve, no se comprobó tal aseveración, ya que del
informe rendido por la Lic. Violeta Martínez Maldonado, Agente del Ministerio Público
adscrita al Tercer Turno de Lerma de Villada, México, se desprende que cuando ocurrieron
los hechos, el hoy occiso se encontraba en las galeras de la comandancia municipal de
San Mateo Atenco, México, en espera de que el Oficial Conciliador y Calificador, le
impusiera la multa correspondiente por escándalo en la vía pública.

Es de resaltarse que en su comparecencia ante esta Comisión, el oficial Alfonso
Hernández González señaló que el Comandante (Sergio Sanabria Terrón) le indicó se
impusiera un arresto por 36 horas al C. Claudio Martínez Solano. Empero, es necesario
precisar que dicha orden carece de sustento jurídico, ya que la autoridad facultada para
conocer, calificar e imponer sanciones administrativas municipales por falta o infracción
cometida al Bando Municipal del Ayuntamiento, es el Oficial Conciliador y Calificador de
dicho municipio; por lo anterior, en los hechos que motivaron el expediente que se resuelve,
se infringió lo preceptuado por la fracción II del artículo 150 de la Ley Orgánica Municipal
vigente en el Estado de México.

Por lo anterior, esta Comisión de Derechos Humanos, formuló al Presidente Municipal
Constitucional de San Mateo Atenco, México, las siguientes:

Recomendaciones

PRIMERA.- Girar sus instrucciones al titular del órgano de control interno del H.
Ayuntamiento que preside, a efecto de que inicie el correspondiente procedimiento
administrativo, para determinar la responsabilidad en que hubiesen incurrido el
Comandante Sergio Sanabria Terrón y los oficiales Nicolás Chávez Regules, Alfonso
Hernández González y Víctor Manuel Hernández Chavira, elementos de la policía
municipal, por las acciones y omisiones que han quedado descritas en el capítulo de
Observaciones de esta Recomendación, y en su caso, les sea impuesta la sanción que
conforme a derecho proceda.

SEGUNDA.- Instruir a quien corresponda, para que en lo sucesivo los elementos de la
policía municipal del H. Ayuntamiento que usted preside, adscritos a la cárcel municipal,
tomen las medidas pertinentes y realicen rondines con la periodicidad necesaria en las
celdas de dicha cárcel, con la finalidad de verificar permanentemente el estado físico en
que se encuentren las personas aseguradas.

TERCERA.- Ordenar la realización de las acciones necesarias, para que en lo sucesivo,
durante las veinticuatro horas del día, se cuente en el municipio que usted preside, con
los servicios de un Oficial Conciliador y Calificador; con la finalidad de que en términos de
ley, éste conozca, califique e imponga las sanciones administrativas municipales que
procedan por faltas o infracciones al Bando Municipal, reglamentos y demás disposiciones
de carácter general contenidas en los ordenamientos expedidos por el H. Ayuntamiento.

CUARTA.- Instruir a quien corresponda, a efecto de que se instrumenten mecanismos de
colaboración con instituciones públicas o privadas de salud, con la finalidad de que la

Recomendaciones

59



Oficialía Conciliadora y Calificadora del H. Ayuntamiento que preside, cuente con un
médico que certifique el estado físico de las personas que por cualquier motivo legal
ingresen a las celdas de la cárcel municipal.

QUINTA.- Instruir a quien corresponda para que a la brevedad se implemente la impartición
de cursos de capacitación y actualización en materia de derechos humanos a los
elementos de seguridad pública municipal del H. Ayuntamiento que usted preside, para lo
cual, esta Comisión le ofrece la más amplia colaboración.
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"COMITÉ ESTATAL POR Y PARA LOS NIÑOS Y LAS NIÑAS"
DESPUÉS DE LA TOMA DE PROTESTA POR EL M. EN D. MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS

NIETO, COMISIONADO DE LOS DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE MÉXICO,
CELEBRADA EN LA AULA MAGNA DE LA U.A.E.M.

En el orden acostumbrado: Dip. Lic. Norma Patricia García Flores, Presidenta de la Comisión de
Derechos Humanos de la H. LIII Legislatura del Estado de México; los menores Jazmín López

Sánchez; Omar Ramírez Laguna; Arturo Alejandro Domínguez López; Wilbert Obed Luna;
Elizabeth Gutiérrez Gutiérrez; Constanza Cejudo Villalobos; Rafael Cruz Muciño; 

Adriana Ponce García y el M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, 
Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de México. 

CODHEM

62



11 de junio de 1999         
 Oficio No. 55                    
Asunto: Agradecimiento

Lic. Manuel Estrada González
Séptimo Visitador General de la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de México.
Región San Felipe del Progreso, México

Sirva el presente para manifestarle mi agradecimiento por el valioso apoyo que
tuvo a bien brindar al municipio de El Oro, para dar una mejor atención a los
parientes intoxicados con pastel (SALMONELLA ‘‘D’’).

Que su alto espíritu de humanidad siga creciendo.

A t e n t a m e n t e

C. Ma. Belem Hernández Perdomo
Coordinadora Municipal de 

Derechos Humanos de El Oro
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11 de junio de 1999         
Oficio No. 63                    
Asunto: Agradecimiento

Lic. Tomás Trujillo Flores
Secretario de la Comisión de Derechos
Humanos del Estado de Mèrxico
Toluca, México

A través de este medio me es grato manifestarle mi agradecimiento por el valioso
apoyo que tuvo a bien brindar al municipio de El Oro, los días 1, 2 y 3 de junio,
para dar una mejor atención a los parientes intoxicados con pastel (SALMONELLA
"D").

Que su alto espíritu de humanidad siga creciendo.

A t e n t a m e n t e

C. Ma. Belem Hernández Perdomo
Coordinadora Municipal de 

Derechos Humanos de El Oro
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PROMOCIÓN Y CAPACITACIÓN

1. HOMENAJE AL MAGISTERIO

Fecha: Mayo 24, 1999
Lugar: Sala de Conciertos Felipe Villanueva

Toluca, México
Asistentes: 800 personas

Como reconocimiento a la labor formadora de cultura por el respeto a los Derechos
Humanos que realizan los docentes en nuestra Entidad, esta Defensoría de Habitantes
organizó el evento denominado Homenaje al Magisterio.

Esta actividad fue presidida por el M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Comisionado
de los Derechos Humanos del Estado de México; Dip. Lic. Norma Patricia García Flores,
Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de la H. LIII Legislatura del Estado de
México; Dip. Humberto Peña Galicia, Presidente de la Comisión de Educación, Cultura,
Ciencia y Tecnología de la H. LIII Legislatura Local; Dip. Profr. Jacob Pérez Álvarez,
Secretario de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología de la H. LIII
Legislatura Local; Profr. Marcelo Quezada Ferreyra, Secretario General del Sindicato de
Maestros al Servicio del Estado de México; Profr. Eloy Hidalgo Toscano, Coordinador de
Operación Educativa de los Servicios Educativos Integrados al Estado de México; Profra.
Ma. del Rocío Márquez Páez, Quinta Regidora del H. Ayuntamiento de Toluca, México;
Lic. Antonio Huitrón Huitrón, Consejero Ciudadano de la Comisión de Derechos Humanos
del Estado de México; Ing. Ricardo Victoria León, Secretario de Organización de la
Federación de Asociaciones de Personal Académico de la Universidad Autónoma del
Estado de México; Lic. Tomás Trujillo Flores, Secretario de la Comisión de Derechos
Humanos del Estado de México y la Profra. María Elena García Valdés, Secretaria General
de la Delegación 0101 de Maestros Jubilados, Profr. Florencio Alarcón Vallejo,
Coordinador de Servicios Educativos No. 1 de la Secretaría de Educación, Cultura y
Bienestar Social del Estado de México, Profra. Julia Medrano, Trabajadora de la Educación
jubilada y la Profra. Francisca Moreno Montes de Oca, galardonada con la Presea
Educación en Derechos Humanos 1998.

En su mensaje, el M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Comisionado de los Derechos
Humanos del Estado de México manifestó:

...Estoy seguro de que, dentro de las profesiones, la de Maestra y Maestro, ocupa un sitio
muy relevante, porque son ellos, quienes miran, con una lectura desde los Derechos
Humanos, el currículum, los textos de estudio, los materiales educativos, las instrucciones
recibidas por las autoridades, con el fin de sacar a la luz los significados profundos que
estos tienen.
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Porque son ellos quienes deben crear las condiciones para que los alumnos aprendan a
leer la realidad escolar, familiar, comunal, desde la perspectiva de estos; aprendan a actuar
y vivenciar en estos espacios los derechos humanos y, por sobre todo, aprendan a
transformar la realidad social en función de las exigencias que se hacen en y desde los
derechos humanos.

Maestras y Maestros aquí reunidos, me es muy grato estar con ustedes, felicitarlos por el
día en que la sociedad les rinde justo homenaje. Sin embargo, quiero dirigirme de inicio
en forma muy especial, a las mujeres y a los hombres que han dejado parte de su vida en
ese proceso formativo que no solamente se limitó a la clase y a la escuela, sino que abarcó
el seno familiar y la sociedad misma; aquellos artífices que sembraron la semilla de la
cultura, impartiendo sus conocimientos de la manera en que sólo ellos saben hacerlo. Me
refiero a los maestros jubilados y pensionados; ustedes son baluartes de la esencia
humana, valores y destino, son quienes han contribuido a forjar el presente y el futuro de
la humanidad; y me dirijo por supuesto a usted Maestra Julia Medrano.

... No se puede dejar la vida y la evolución de la humanidad al azar. Existe una infancia,
una juventud, toda una generación, deseosa de auténticas respuestas de mayor
orientación. "La decisión brota de tu conciencia, de tu vocación humana, que se nutre de
la fe y la esperanza en el hombre y la mujer y se hace realidad en una enseñanza integral
para responder a las necesidades de los seres humanos".

Hoy con admiración, respeto y amor, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de
México, deja testimonio de gratitud a las maestras y a los maestros, que en todos los
momentos de su existencia entregan lo que les es propio, fortaleciendo el valor interior de
los seres humanos para rescatar en estos tiempos de transición a un nuevo milenio, la fe
en la grandeza de la humanidad y la confianza en un mundo mejor.

En este acto se hizo entrega de la Presea Educación en Derechos Humanos a los
profesores Julia Medrano Caballero y Florencio Alarcón Vallejo, por su destacada labor
como promotores de la cultura por el respeto a los derechos fundamentales de las
personas en nuestra Entidad.

2. CEREMONIA CONMEMORATIVA DEL
DÍA INTERNACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE

Fecha: Junio 11, 1999
Lugar: Patio Central de la Escuela Primaria Lic. Gustavo Díaz Ordaz

Toluca, México
Asistentes: 350 personas

En los umbrales del siglo XXI, la conservación del medio ambiente juega un papel
indispensable para la vida y el desarrollo de la humanidad; la conservación e incremento
de los recursos que la naturaleza nos proporciona es tarea de todos los que habitamos
este planeta; por tal motivo esta Defensoría de Habitantes organizó la Ceremonia
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Conmemorativa del Día Internacional del Medio Ambiente, como espacio de reflexión para
las nuevas generaciones.

El acto fue presidido por el M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Comisionado de los
Derechos Humanos del Estado de México; Dip. Lic. Norma Patricia García Flores,
Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de la H. LIII Legislatura Local; Lic.
Claudia Fernández Morlet, Asesora del Dip. Lic. Carlos Cadena Corona, Presidente de la
Comisión de Ecología y Protección al Medio Ambiente de la H. LIII Legislatura de la
Entidad; Ing. Adrián Hernández Herrera, Delegado de la Región I de Protectora de Bosques
de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario del Estado de México; Profr. Baldemar Benítez
Porcayo, Jefe del Departamento de Educación Primaria de la Secretaría de Educación,
Cultura y Bienestar Social de la Entidad; Profr. Florencio Alarcón Vallejo, Coordinador de
Servicios Educativos de la Región No. 1 de la Secretaría de Educación, Cultura y Bienestar
Social, Profr. Carlos Gómez Martínez, Supervisor de la Zona Escolar No. 04 de Educación
Primaria y  Profra. Graciela Martínez Jiménez, Directora de la Escuela Primaria Lic.
Gustavo Díaz Ordaz.

Al ofrecer a los concurrentes las palabras de bienvenida, la Profra. Graciela Martínez
Jiménez, Directora de la Escuela Primaria Lic. Gustavo Díaz Ordaz, expresó:

... "Amemos a la naturaleza, porque ella nos ofrece recreación, riqueza, colores
abundantes y en todos sus tonos."

"Amemos a la naturaleza porque ella es nuestra casa."

Es para esta institución un honor el que sea la sede de una ceremonia tan importante
como ésta, en la que se conmemora el Día Internacional del Medio Ambiente, entregando
a los pequeños, árboles, que son símbolos de que la naturaleza es siempre colorida.

Deseamos que todo lo que aquí se diga, tenga eco en su corazón y en sus pensamientos
para que desarrollemos un mayor conocimiento del ambiente y sus cuidados, que
recordemos que la naturaleza es nuestra casa y que debemos mantenerla limpia y cuidada
para que luzca siempre hermosa, y que todo esto se logre a través de la reflexión de la
práctica docente que propicia la crítica y la autocrítica, en donde se encuentren
posibilidades de acción que nos lleven en conjunto a solucionar problemas de tipo
ambiental. Sean ustedes bienvenidos a esta su casa. Gracias.

Por su parte el M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Comisionado de los Derechos
Humanos del Estado de México, manifestó:

... En el mundo de hoy, la era de la modernidad, la industrialización y la globalización
económica, el derecho a un medio ambiente sano como derecho fundamental de las
personas, juega un papel sumamente importante, ya que en este proceso de desarrollo,
en el que el hombre busca mejores condiciones de vida, también debe optar por una mejor
utilización de los recursos naturales y su posterior transformación en diversos satisfactores
para su propio bienestar y supervivencia, pero sin romper con el equilibrio ecológico y
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preservando el medio ambiente, ya que de lo contrario, las consecuencias se verán
reflejadas en repercusiones en la salud de la población, tales como, aumento de
enfermedades infecciosas y de la piel, entre otras.

En este sentido, es un deber urgente de todos los pueblos del mundo y de todos los
gobiernos, implementar medidas y programas para la protección, conservación y
mejoramiento del ambiente que nos rodea, tendentes a evitar la contaminación del agua,
el aire, la tierra, los grandes transtornos del equilibrio ecológico, la destrucción y
agotamiento de los recursos no renovables...

Es por ello, que la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México en
conmemoración al Día Internacional del Medio Ambiente, agradece la participación de
todos ustedes en este evento, en el cual se hará entrega de 1,000 árboles a diversas
instituciones educativas del Valle de Toluca, en atención a que estamos ciertos de que es
precisamente con las nuevas generaciones donde los adultos debemos de trabajar
intensamente, con el objetivo de inculcar en ellas una nueva cultura de respeto y
conservación de nuestro medio ambiente, pues de esta forma estaremos preservando no
sólo el derecho a la vida humana, sino de todas las especies que coexisten con nosotros.

Agradezco ampliamente el apoyo otorgado para la realización de este evento a la Escuela
Primaria Lic. Gustavo Díaz Ordaz, a la Delegación No. 1 de Protectora de Bosques de la
Secretaría de Desarrollo Agropecuario del Estado de México, y  a las diversas instituciones
educativas del Valle de Toluca, que este día nos honraron con su presencia.

Acto seguido, se hizo entrega de 1,000 árboles donados para este efecto por la Delegación
No. 1 de Protectora de Bosques de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario del Estado
de México, a estudiantes representativos de las siguientes escuelas: Jardin de Niños
Profra. Eva Sámano de López Mateos, Primaria Lic. Gustavo Díaz Ordaz, Primaria Profr.
Carlos Hank González, Primaria Profra. Eudoxia Calderón Gómez, Primaria Lic. Benito
Juárez García, Anexa a la Normal No. 1; Escuela Secundaria Federal No. 1 Ignacio
Ramírez, Escuela Secundaria No. 5 Anexa a la Normal Superior, Escuela Secundaria
Federal No. 4, Escuela Secundaria No. 2 Lic.Adolfo López Mateos, Escuela Secundaria
No. 591 Manuel Altamirano y la Escuela Normal para Profesores.

3. CURSO SISTEMA DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN INTERNACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS: EL CASO DE LA CORTE INTERAMERICANA
DE DERECHOS HUMANOS

Fecha: Mayo 7 y 8, 1999
Lugar: Sala Jorge Jiménez Cantú del Colegio de Abogados

del Estado de México A.C. Toluca, México
Asistentes: 200 personas

El 7 de mayo de 1999, en el Colegio de Abogados del Estado de México, A.C.; ante la
presencia de servidores públicos federales, estatales, municipales, así como personal de

CODHEM

76



esta Defensoría de Habitantes y de representantes de diversas instituciones educativas
de nivel superior del Valle de Toluca, se realizó la inauguración del curso denominado
Sistema de Protección y Promoción Internacional de los Derechos Humanos: El Caso de
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, impartido por el doctor Mario I. Álvarez
Ledesma, Director General de la División de Ciencias Sociales y Humanidades de la
Universidad de las Américas A.C., y Director del Centro Nacional de Derechos Humanos
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

El acto de inauguración contó con la presencia de: M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto,
Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de México;  Dip. Lic. Norma Patricia
García Flores, Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de la H. LIII Legislatura
del Estado de México; Lic. Epímaco Jaramillo Vences, Presidente del Colegio de Abogados
del Estado de México, A.C.; Dr. Mario I. Álvarez Ledesma, Director General de la División
de Ciencias Sociales y Humanidades de la Universidad de las Américas A.C., y Director
del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH; M. en D. Lucas Guzmán Rosas,
Director de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma del Estado de México;
Lic. Alejandro Gutiérrez Arzaluz, Presidente de la Barra de Abogados del Estado de
México, A.C.; Lic. Felipe Alcántara Espinosa, Presidente de la Sociedad de Criminología
del Estado de México, A.C.; Lic. Raúl Millán González, Delegado de la Secretaría de
Relaciones Exteriores en el Estado de México, y Lic. Miguel Ángel Osorno Zarco, Primer
Visitador General de esta Comisión de Derechos Humanos.

El evento inició con las palabras de bienvenida del Lic. Epímaco Jaramillo Vences,
Presidente del Colegio de Abogados del Estado de México, A.C., quien expresó:

... Al terminar el presente siglo y estar próximo al tercer milenio, la sociedad en general ha
observado cambios en nuestra patria como lo hemos visto en nuestro Estado; se lucha
por llegar a tener y gozar de un estandar de vida mejor, y si bien hemos avanzado, hay
que reconocer que falta mucho camino por recorrer. Para ser mejor y tener buenas
oportunidades, es indispensable que en el país se eleve el nivel de educación que hoy se
imparte.

Sin embargo, vemos con tristeza que la Declaración sobre el Derecho de los Pueblos a la
Paz se viola por las naciones u organismos que representan a las mismas, tal es el caso
de la lucha entre Yugoslavia y Kosovo en donde se observa que en lugar de respetar la
vida de la humanidad, a través de la guerra se suprime toda aspiración de una vida digna.

El Derecho Internacional en materia de derechos humanos, debe pugnar porque los
pueblos de nuestro planeta gocen del deber sagrado a la paz y se elimine para siempre
de ellos la amenaza de la guerra, por ello, en mi calidad de Presidente del Colegio de
Abogados del Estado de México, A.C. y en el recinto que es símbolo de todos los
agremiados del mismo, expreso mi afecto al M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto por
compartir en este Colegio el curso denominado Sistema de Protección y Promoción
Internacional de los Derechos Humanos: El Caso de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos.
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Acto seguido, en su mensaje de inauguración, el Comisionado de los Derechos Humanos
del Estado de México, M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, manifestó: 

... El conocimiento de las declaraciones y tratados internacionales de derechos humanos,
por ser parte importante del orden jurídico mexicano, requiere ser accesible para todas las
esferas de la sociedad civil a fin de lograr la cabal aplicación de los mismos, con base en
el firme ejercicio de los derechos y libertades consagradas en dichos pactos
internacionales.

En esta ocasión, tendremos la oportunidad de ahondar nuestros conocimientos en relación
a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, órgano contencioso cuya jurisdicción
ha sido aceptada por cerca de veinte países americanos, incluido desde luego el nuestro.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, como se sabe, posee dos facultades
primordiales: la primera de carácter consultivo, que le permite pronunciarse acerca de la
interpretación de los preceptos de la Convención Americana de Derechos Humanos; la
segunda, es la facultad que tiene de carácter jurisdiccional aplicado en la resolución de
los casos interpuestos por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

La reciente decisión del gobierno mexicano de reconocer la competencia de la Corte
Interamericana, nos integra aún más al concierto americano de países que ya han
reconocido esa jurisdicción. Construimos así, una mejor armonía con nuestro entorno
regional y nos manifestamos claramente como parte de una comunidad global
comprometida, con los más altos valores de respeto a los derechos y libertades de los
hombres y mujeres que habitamos en el continente americano...

Por su parte, el Dr. Mario I. Álvarez Ledesma, puntualizó:

...El tema de los derechos humanos, es el tema de la legitimidad política de los Estados
modernos y en la globalización política social y económica. México no está exento de esa
situación, por tanto, el que México haya recientemente aceptado la competencia
contenciosa de la Corte, como decía el Maestro Contreras, Comisionado de los Derechos
Humanos de la Entidad, con esta competencia contenciosa, México entra en pleno
Derecho y a cabalidad en el Sistema Interamericano de Protección a los Derechos
Humanos; éste es un tema de capital importancia por los efectos jurídicos, políticos y
económicos que va a tener para México, por eso es que festejo que podamos compartir
las dos sesiones, que podamos interrogarnos de cuál va a ser el futuro de México...

En este curso, se abordó la temática siguiente:

• Carta Consultiva de la Organización de las Naciones Unidas (ONU);

• Instauración de la Protección Internacional;

• Sistema de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de la ONU;

• Sistema Europeo de Promoción y Protección de los Derechos Humanos;

CODHEM

78



• Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos
Humanos;

• Corte Interamericana de Derechos Humanos.

4. ENCUENTRO CODHEM-ONGS

Fecha: Mayo 27 y 28, 1999
Lugar: Auditorio del Sindicato Nacional de Trabajadores del Seguro Social,

Sección V, Tlalnepantla de Baz, México
Asistentes: 400 personas

Con el objeto de reconocer la importante labor que realizan las ONGS, esta Defensoría
de Habitantes propició un espacio en el cual se realizaron interacciones con
organizaciones locales, nacionales e internacionales, denominado Encuentro
CODHEM-ONGS.

El acto fue presidido por el M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Comisionado de los
Derechos Humanos del Estado de México; Lic. Arturo Ugalde Meneses, Secretario
General de Gobierno del Estado de México y representante en ese acto del Lic. César
Camacho Quiroz, Gobernador del Estado de México; Dra.Mireille Roccatti V., Presidenta
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos; Senador Auldárico Hernández Gerónimo,
Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Senado de la República; Dip. Lic.
Norma Patricia García Flores, Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de la H.
LIII Legislatura del Estado de México; Dr. Edgar Reyes Toledano, Secretario General del
Sindicato Nacional de Trabajadores del Seguro Social, Sección V Tlalnepantla de Baz;
Sra. Guadalupe Espinosa, Coordinadora Regional del Fondo de Desarrollo de las
Naciones Unidas para la Mujer; Mtro. Frans Limpens, Fundador de Acción Pro Educación
en Derechos Humanos A.C.; Lic.Consuelo Ornelas, Integrante de Amnistía Internacional;
Lic. Juan Antonio Vega Báez, Director General de la Acción de los Cristianos para la
Abolición de la Tortura, Sección México; Lic. Edgar Cortez Moralez, Director del Centro de
Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez; y el C. Jorge León Díaz, Diputado Federal
por el Distrito No. XXVIII.

El evento inició con el mensaje del M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Comisionado
de los Derechos Humanos del Estado de México, quien expresó:

... Los mecanismos a través de los cuales la participación ciudadana tiene injerencia en
los asuntos públicos, son parte fundamental de la democracia misma. Alentar la existencia
de organizaciones civiles es tarea de todos aquellos que queremos participar en la
transición hacia una democracia sin adjetivos.

Es precisamente en este punto en el que convergen las tareas de las ONGS y de la
Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. Ambas recorren caminos que se
entrelazan y se tornan uno mismo, pues persiguen el mismo fin.
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Por otra parte el trabajo de las ONGS es fundamental para nuestra vida comunitaria, sobre
todo porque se les encuentra inmersas en gran parte de las actividades nacionales, así
como en el espíritu de las causas nobles y humanitarias, como la que nos ocupa en esta
ocasión: la causa del respeto a los derechos humanos.

Por ello, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México expresa su beneplácito
por la presencia de todos ustedes en este evento. Desea reconocer, especialmente, la
participación de las propias Organizaciones No Gubernamentales, de autoridades y de
Instituciones Públicas de Protección a Derechos Humanos...

Acto seguido, el Senador Auldárico Hernández Gerónimo, Presidente de la Comisión de
Derechos Humanos del Senado de la República, manifestó:

... En el marco de este encuentro, es necesario abordar un tema que por su importancia
y trascendencia impone su discusión; el papel de los Organismos No Gubernamentales
en el respeto a los derechos humanos, pues representa uno de los principales retos que
la sociedad civil organizada tiene que asumir de manera responsable y comprometida; ha
sido gracias al papel activo que en la defensa de los derechos humanos de los ciudadanos
en el mundo, han desempeñado las ONGS, que los gobiernos se han visto obligados
muchas veces por la presión internacional, a disminuir las violaciones en contra de quienes
disienten de la autoridad o sufren en carne propia del ejercicio autoritario del poder político.

En México, el gobierno ha respondido tardíamente a la exigencia de la sociedad civil
organizada, de que sean respetados los derechos esenciales de las mexicanas y
mexicanos; muchas veces, el permanente acoso del gobierno federal y estatal a las ONGS
se debe a que éstas están desempeñando el papel activo que les corresponde jugar en
una sociedad en que la autoridad no limite su función a la que está establecida en la ley.

No olvidemos que en un país en el que los valores democráticos están ausentes en el
ejercicio del poder político, en un país en el que se ejerce de manera autoritaria, no puede
haber un ambiente de respeto a los derechos humanos, y porque al contrario, es el
ciudadano el que resurge para exigir que su esfera privada y pública sea respetada, cuando
ello sucede, cuando la sociedad se organiza, lucha, construye, propone, el gobierno tiene
que ceder a sus pretensiones autoritarias y reconocer el papel de los Organismos No
Gubernamentales de Derechos Humanos...

Posteriormente, la Dra. Mireille Roccatti hizo uso de la palabra señalando que:

... El encuentro entre Organismos No Gubernamentales y las Comisiones de Derechos
Humanos, es cada vez más frecuente; el trabajo y la colaboración que desarrollamos ha
sido un avance que ha fructificado en mejores resultados.

La Comisión Nacional de Derechos Humanos que me honro en presidir, ha encontrado en
las ONGS un gran apoyo, ha encontrado en las ONGS un eco para poder difundir más
allá de las posibilidades de la Comisión Nacional de Derechos Humanos el mensaje de
los derechos humanos, el poder difundir esa cultura por el respeto a la dignidad del hombre,
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el poder escuchar las quejas que se presentan desde los rincones más recónditos de
nuestra República, porque sería imposible que recorriésemos toda la República, pero ahí
a donde hay una ONG que está pendiente de lo que sucede en su comunidad, ahí esa
ONG se constituye en representante de aquella persona que sufrió una violación a
derechos humanos y de inmediato acude a la Comisión Nacional o a la Comisión Estatal
en su caso; esto es muy importante, porque la colaboración que hemos podido lograr, el
trabajo conjunto, se ven reflejados en los resultados que día con día vamos avanzando
en México.

México es, un México diferente, México es, un México de ciudadanos conscientes y
responsables, de ciudadanos que exigen su derecho pero que también se saben
responsables de sus deberes y obligaciones para con el Estado y para con la sociedad
misma...

Por su parte, el Secretario General de Gobierno, Lic. Arturo Ugalde Meneses, en
representación del Lic. César Camacho Quiroz, Gobernador del Estado de México,
mencionó:

...Desde luego que es un privilegio asistir con la honrosa representación del señor
Gobernador del Estado, Lic. César Camacho Quiroz, a este encuentro de buena voluntad
entre quienes tienen a su cargo la protección de los derechos humanos y quien con su
autoridad vigilan que esto sea una realidad.

Es altamente satisfactorio que en nuestra Entidad donde conviven a diario más de doce
millones de habitantes, pueda ser la sede de esta cita entre la Comisión de Derechos
Humanos del Estado de México y las Organizaciones No Gubernamentales Nacionales e
Internacionales que nos honran con su presencia.

El Gobierno del Estado por mi conducto, les da a todos ustedes la más cordial bienvenida
y hace votos porque este diálogo sea como todos lo esperamos, claro, abierto y productivo.

Lo decimos con gran afecto porque representan la pluridad de voces que hablan por la
sociedad y por los que no lo pueden hacer, porque son problemas y proyectos que sacuden
la conciencia del hombre contemporáneo. Las Organizaciones No Gubernamentales son
el llamado que alerta, que nos previene del abuso de autoridad, de la tolerancia, de la
arbitrariedad.

Aquí, en este gran lugar que es el Estado de México, y particularmente en este pedazo de
suelo intrañable que es Tlalnepantla, la tierra del medio, lugar del encuentro de lo diverso
y de lo múltiple, coexiste una sociedad madura, responsable y moderna.

Esa sociedad a finales del siglo XX, esa sociedad del umbral del siglo XXI, desde hace
muchos años viene impulsando una cultura de la legalidad, de la seguridad, del respeto a
la dignidad de las personas, en que la protección de los derechos de cada individuo no
debe contraponerse a la defensa de los derechos de la colectividad...
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El Encuentro CODHEM-ONGS, se efectuó a través de un foro, estructurado en tres partes,
con las temáticas que se describen a continuación:

Primera Parte. Participación de ONGS Nacionales

Tema: Actividades de ONGS Defensoras de Derechos Humanos

• Moderador: Lic. Edgar Cortez Moralez
                     Director del Centro de Derechos Humanos
                     Miguel Agustín Pro Juárez

• Relator:       Lic. Tomás Trujillo Flores
                     Secretario de la Comisión de Derechos 
                     Humanos del Estado de México

• Ponentes:   Mtro. Julián Cruzalta
                     Centro de Derechos Humanos Fray Francisco de Vittoria

                     Mtro. Frans Limpens
                     Aprender A.C. y Fundador de Acción Pro Educación
                     en Derechos Humanos, A.C

                     Lic. Consuelo Ornelas
                     Amnistía Internacional

Segunda Parte. Participación de ONGS Internacionales

Tema: Papel de los ONGS en el Fortalecimiento de la Conciencia sobre el Respeto a los
Derechos Humanos

• Moderadora: Lic. Agnieszka Raczynska
                       Presidenta de Amnistía Internacional, Sección Mexicana

• Relator:         Lic. Miguel Ángel Osorno Zarco
                       Primer Visitador General de la Comisión de Derechos
                       Humanos del Estado de México

• Ponentes:     Sr. Juan Miguel Diez Jiménez
                       Oficial Nacional de Información del Centro de Información
                       de las Naciones Unidas para México, Cuba y 
                       República Dominicana

                                       Dr. Adrián Ramírez López
                                       Vicepresidente de la Federación Internacional
                                       de los Derechos Humanos
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                                       Lic. Patricia Marín Fagoaga
                                       Coordinadora de Educación y Promoción de la Asociación
                                       Cristiana para la Abolición de la Tortura ACAT

Tercera Parte. Participantes, ONGS Locales, Nacionales e Internacionales

Tema: Las Estrategias de las ONGS como Defensoras de Derechos Humanos

• Moderador: Michael Chamberlin
                     Secretario Técnico de la Red
                     Todos los Derechos para Todos

• Relator:        Lic. Tomás Trujillo Flores
                     Secretario de la Comisión de Derechos
                     Humanos del Estado de México

• Ponentes:    Lic. Rocío Culebro
                     Coordinadora de Seguridad Pública de la Delegación 
                     Miguel Hidalgo del Gobierno del Distrito Federal

                      Sra. Pilar Vidal
                      Fondo de Población de las Naciones Unidas

                      Sr. Miguel Ortega Vela
                      Movimiento Ciudadano por la Democracia
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MAYO

Eventos de capacitación

Sector Nº evento Personas
beneficiadas

Lugar sede 

1.SERVIDORES PÚBLICOS
1.1. Municipales 3 1,132 Santo Tomás de los Plátanos,

Tultitlán y Atizapán de Zaragoza
1.2. Docentes 17 2,161 Atlacomulco, Zinacantepec,

Otzolotepec, Nezahualcóyotl, San
Mateo Atenco, Cuautitlán Izcalli y
Toluca

1.3. Coordinaciones
       Municipales de Derechos
      Humanos

1 35 Nezahualcóyotl

1.4. Custodios 2 60 Toluca

1.5. Personal CODHEM 1 30 Toluca

1.6. Servidores Públicos
       Estatales

1 200 Toluca

1.7. Conscriptos Servicio
       Militar

1 120 Metepec

2. GRUPOS VULNERABLES
2.1. Niños 2 595 Zinacantepec y Toluca

3. OTROS SECTORES
3.1. Asociación Civil 6 2,133 Zinacantepec,Toluca, Calimaya y

Atlacomulco
3.2. Jóvenes 3 1,360 Nezahualcóyotl

3.3. ONGS 4 491 Toluca, Tlalnepantla y Tultitlán

TOTAL 41 8,317 Santo Tomás de los Plátanos,
Tultitlán, Atizapán de Zaragoza,
Atlacomulco, Zinacantepec,
Otzolotepec, Nezahualcóyotl, San
Mateo Atenco, Cuautitlán Izcalli,
Toluca, Metepec, Calimaya y
Tlalnepantla
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JUNIO

Sector Nº evento Personas
beneficiadas

Lugar sede

1. SERVIDORES PÚBLICOS 
1.1. Municipales 3 275 Lerma, Texcoco y Cuautitlán

1.2. Docentes 14 691 Toluca, Chimalhuacán, Metepec,
Tlalnepantla, Ocoyoacac,
Chapultepec, Valle de Bravo,
Huixquilucan, Temascaltepec,
Zinacantepec y Nezahualcóyotl

1.3. Coordinaciones
       Municipales de 
       Derechos Humanos

3 770 Toluca, Acambay y Atlacomulco

1.4. Custodios 1 45 Toluca

1.5. Secretaría de la Defensa
       Nacional

1 600 Naucalpan

2. GRUPOS VULNERABLES
2.1. Niños 7 1,362 Chimalhuacán, Valle de Bravo,

Texcoco, Toluca, Temoaya y Villa
Victoria

3. OTROS SECTORES
3.1. Asociación Civil 1 40 Valle de Bravo

3.2. Jóvenes 4 553 Toluca, Metepec y Coatepec Harinas

TOTAL 34 4,336 Lerma, Texcoco, Cuautitlán México,
Toluca, Chimalhuacán, Metepec,
Tlalnepantla, Ocoyoacac,
Chapultepec, Valle de Bravo,
Huixquilucan, Temascaltepec,
Zinacantepec, Nezahualcóyotl,
Acambay, Atlacomulco, Temoaya,
Villa Victoria, Naucalpan y Coatepec
Harinas
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DIVULGACIÓN SOCIAL

En el bimestre mayo-junio se realizaron las actividades siguientes:

ELABORACIÓN DE BOLETINES

Se emitieron 14 boletines con la temática siguiente:

• Segundo Congreso Estatal Infantil "Las niñas y los niños también tenemos
derechos", el cual se llevó a cabo el 30 de abril del presente año. 

• Contenido de la Recomendación 20/99 dirigida al Presidente Municipal
Constitucional de Atizapán de Zaragoza, México.

• Conferencia Magistral del M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto,
Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de México titulada "La
Educación y los Derechos Humanos’’, la cual formó parte del marco de
actividades conmemorativas al CXXVII Aniversario de la Escuela Normal
de Profesores, el 13 de mayo del presente año.

• Ceremonia de premiación del "Primer Certamen de Diseño de Cartel, los
Derechos Humanos de Niñas y Niños", efectuado el 14 de mayo del
presente año.

• Firma del Convenio realizado entre la CODHEM y el IEEM para la "Elección
de las niñas y los niños mexiquenses", el cual se llevó a cabo el 20 de
mayo del presente año.

• Contenido de las Recomendaciones 21/99 y 22/99 dirigidas al M. en C.
Efrén Rojas Dávila, titular de la Secretaría de Educación, Cultura y
Bienestar Social del Estado de México y al Lic. Luis Maya Doro, Presidente
Municipal Constitucional de Almoloya de Juárez, México, respectivamente.

• "Encuentro CODHEM-ONGS", realizado el 27 y 28 de mayo de este año
en Tlalnepantla de Baz, México.

• Mensaje del M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Comisionado de los
Derechos Humanos del Estado de México durante la inauguración del
Seminario "Los Derechos Humanos y la Seguridad Pública", el 7 de junio
en el municipio de Lerma.
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• Toma de protesta por parte del M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto,
Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de México, a los
integrantes del Comité Estatal Por y Para los Niños y las Niñas; el 16 de
junio del año en curso, en el Aula Magna de la Universidad Autónoma del
Estado de México.

• Contenido de las Recomendaciones 23/99 y 24/99 dirigidas a los
Presidentes Municipales Constitucionales de Acambay y Cuautitlán,
México, respectivamente.

• Quejas recibidas y Recomendaciones emitidas con relación al maltrato de
menores dentro del sector educativo.

• Contenido de la Recomendación 25/99 dirigida al Director de Seguridad
Pública y Tránsito del Estado de México, Gral. de Div. D.E.M. Francisco
P. Fernández y Solís.

• Contenido de las Recomendaciones 26/99 y 27/99 dirigidas al M. en C.
Efrén Rojas Dávila, Secretario de Educación, Cultura y Bienestar Social
del Estado de México y al Procurador General de Justicia de la Entidad,
Lic. Jorge Reyes Santana, respectivamente.

• Cumplimiento de la Recomendación 57/98 dirigida a la Lic. Marcela
González Salas, Directora del Instituto de Seguridad Social del Estado de
México y Municipios.

Nº de
entrevistas

Funcionario entrevistado Medio que realizó la entrevista

Medios impresos

3 M. en D Miguel Ángel Contreras Nieto
Comisionado

Sol  de Toluca, El Diario, Semanario Cambio

3 Lic. Miguel Ángel Osorno Zarco
Primer Visitador General

El Sol de Toluca, Liberación, Semanario
Cambio

5 Lic. Miguel Ángel Estrada Valdez
Segundo Visitador General 

8 Columnas, Semanario Cambio, El Sol de
Toluca

1 M. en D. Enrique Uribe Arzate
Tercer Visitador General

AP/Noticias
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1 Lic. Aurora I. Ortega Sahagún El Heraldo de Toluca

Medios electrónicos

4 M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto
Comisionado

Televisión Mexiquense, Estéreo Miled

2 Lic. Miguel Ángel Osorno Zarco
Primer Visitador General 

T.V. Azteca, Radio 13

2 M. en D. Enrique Uribe Arzate
Tercer Visitador General

Grupo Acir,  Radio 13

RELACIÓN DE TRANSMISIONES DEL PROGRAMA NUESTROS DERECHOS COPRODUCCIÓN
CODHEM-RADIO MEXIQUENSE

Programa Tema Invitados Transmisión

17 Servicios que ofrece la CODHEM Lic. Victor Daniel Jardón Serrano
Jefe de la Unidad de Promoción y
Capacitación

4/mayo

18 Servicios generales de la CODHEM Lic. Víctor Daniel Jardón Serrano
Jefe de la Unidad de Promoción y
Capacitación

11/mayo

19 Seguridad Pública y Derechos
Humanos
(Primera Parte)

Lic. Miguel Ángel Estrada Valdez
Segundo Visitador General

18/mayo

20 Seguridad Pública y Derechos
Humanos
(Segunda Parte)

Lic. Miguel Ángel Estrada Valdez
Segundo Visitador General

25/mayo

21 Caso y seguimiento de la
Recomendación 68/98

Lic. Juan Manuel Zamora Vázquez
Quinto Visitador General

01/junio

22 Vivienda y Derechos Humanos Lic. Carlos Gómez Díaz
Visitador Adjunto adscrito a la
Segunda Visitaduría General

08/junio

23 Creación y objetivos del CEPPANN
(Primera parte)

Lic. Aurora I. Ortega Sahagún
Coordinadora de la Unidad de
Atención a la Familia, la Mujer y la
Infancia

15/junio
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24 Creación y objetivos del CEPPANN
(Segunda parte)

Lic. Aurora I. Ortega Sahagún
Coordinadora de la Unidad de
Atención a la Familia, la Mujer y la
Infancia

22/junio

25 Caso y seguimiento de la
Recomendación 25/99
(Primera parte)

Lic. Juan Manuel Zamora Vázquez
Quinto Visitador General

29/junio

Acciones de Divulgación Social

El 25 de junio concluyó la convocatoria del Concurso Fotográfico "Vivencias en Derechos
Humanos’’, registrándose un total de 126 fotografías y 90 participantes.

Publicación de los números 22 y 23 de la revista mensual "Nuestros Derechos".

Se colocó el periódico mural correspondiente a las actividades realizadas por este
Organismo.

Integración de la Carpeta Informativa.

Mayo Junio

Notas informativas derivadas de 14 boletines 54 46

Notas informativas derivadas de entrevistas 31 28

Notas informativas independientes sobre Derechos
Humanos

31 39

Total 116 113

Del total de notas, se publicaron en diarios locales y nacionales las siguientes:

Mayo Junio

Notas publicadas en diarios nacionales 13 18

Notas publicadas en diarios locales 103 95

Total 116 113
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CONVENIO DE APOYO INTERINSTITUCIONAL ENTRE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS
DEL ESTADO DE MÉXICO Y EL INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE MÉXICO

De izquierda a derecha: Lic. Miguel Ángel Osorno Zarco, Primer Visitador General de la Comisión de
Derechos Humanos del Estado de México; M. en A. Uriel Galicia Hernández, Rector de la Universidad

Autónoma del Estado de México; Lic. José Ma. Saénz Gómez Salcedo, Consejero Presidente del
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de México; M. en C. Efrén Rojas Dávila, Secretario

de Educación, Cultura y Bienestar Social del Estado de México; y la M. en D. Graciela Macedo
Jaimes, Consejera del Instituto Electoral del Estado de México; durante la firma de Convenio de
Apoyo Interinstitucional entre esta Comisión de Derechos Humanos y el Instituto Electoral del

Estado de México, el 20 de mayo de 1999, en las instalaciones del propio Instituto.
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"Queremos leyes eficaces que propugnen por
la equidad y la seguridad, ciudadanos

responsables que las respeten y nobles
instituciones que las apliquen"*

LOS DERECHOS HUMANOS Y
LA SEGURIDAD JURÍDICA

Dr. Ramón Reyes Vera 

Contenido: Los derechos humanos; La seguridad jurídica y física; La realidad nacional;
Conclusiones.

1.- Como derechos humanos entiende J. Rodríguez y Rodríguez el "conjunto de
facultades, prerrogativas, libertades y pretensiones de carácter civil, político, económico,
social y cultural, incluidos los recursos y mecanismos de garantía de todos ellos, que se
reconocen al ser humano, considerado individual y colectivamente".1 Aún cuando todos
los seres humanos desde el amanecer de su existencia, tenemos un concepto de derechos
inherentes al mismo, se incluye en ellos la dignidad, la justicia, la seguridad física y jurídica
en todos sus aspectos, como los derechos que en forma esencial y mínima merece todo
ser humano.

H. Capitant afirma que "Los Derechos del Hombre son el conjunto de las garantías que
pertenecen, frente al poder público, a toda persona humana, cualesquiera sean su
nacionalidad, edad y sexo; es decir, la igualdad y la libertad civiles y el derecho de
propiedad".2

Podemos afirmar que los derechos humanos como tales, inherentes al ser humano son
inteligibles para cada ser, el problema a través de la historia, consiste en que el poder
público, por sí o a través de organizaciones paragubernamentales, en todas sus
manifestaciones, desestima, desnaturaliza y destruye los derechos humanos en toda
época que estima conveniente. En nuestro país, ya no es suficiente que existan los medios
de impugnación y el juicio constitucional de garantías, que cada día tiene menor
confiabilidad entre los gobernados, ahora corresponde a las Comisiones de Derechos
Humanos, con un concepto integrador e incluyente, intentar el respeto de los derechos
humanos del pueblo mexicano, en todos sus niveles.
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Los derechos humanos son "las prerrogativas que, conforme al Derecho Internacional,
tiene todo individuo frente a los órganos del poder para preservar su dignidad como ser
humano, y cuya función es excluir la interferencia del Estado en áreas específicas de la
vida individual, o asegurar la prestación de determinados servicios por parte del Estado,
para satisfacer sus necesidades básicas y que reflejan las exigencias fundamentales que
cada ser humano puede formular a la sociedad de que forma parte".3

Considero que el concepto de los derechos humanos está evolucionando hacia una
caracterización más adecuada, el capitalismo tardío (capitalismo de organización),4

presenta variables que anteriormente no existían, por lo cual, referirse a garantías,
prerrogativas, facultades o pretensiones sigue siendo conceptualmente inadecuado,
cuando pueden ser incluidas dentro del rubro de las exigencias o ejercicio de las acciones
del ser humano, como una primera aproximación.

2.- La seguridad es certeza, tranquilidad, calma, la seguridad física como parte del orden,
permite al ser humano, "moverse en un ambiente de certidumbre. Esta problemática crea
frente a una necesidad vital la explanación de la dimensión estimativa de las conductas
que ponen en ejercicio el valor seguridad. El logro de la realización de la comunidad
iuspolítica, su garantía sin la necesidad de lucha y violencia; la confianza donde los
planteos de la certeza se subjetivan en la certidumbre, nos abren el camino de las
conductas que ejercen la seguridad en el medio iuspolíticosocial ... El mundo político
contemporáneo, se caracteriza por el estado de ansiedad que trasciende al existente
político. El mismo, se configura ante la quiebra estimativa a mundanal a través del
desorden, la inseguridad y la impotencia ... Sólo la revisión de la dimensión valorativa
mundanal puede salvar la crisis que atraviesa el hombre de nuestro siglo en la perspectiva
iuspolíticosocial".5

La seguridad de la integridad física del ser humano es la más elemental exigencia del
gobernado, siendo obligación del poder público alejar y protegerlo de cualquier violencia
que ponga en peligro su integridad, ya fuera de los propios servidores públicos o de
terceros.

El segundo de los sagrados derechos del hombre y del ciudadano se apoya en "La meta
de toda asociación política es la conservación de los derechos naturales e imprescriptibles
del hombre. Estos derechos son la libertad, la seguridad y la resistencia a la oposición".6
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La seguridad física del hombre es uno de los derechos naturales más antiguos, constituye
el derecho a conservar su integridad psicosomática, ajena a torturas, violencia, lesiones
o cualesquier otro tipo de lesión externa. Las contribuciones se han justificado en la medida
en que sirven para garantizar la seguridad física de los gobernados.

3.- La seguridad jurídica ha sido considerada "como garantía de promover, en el orden
jurídico la justicia y la igualdad en libertad, sin congelar el ordenamiento y procurando que
éste responda a la realidad social en cada momento".7

Considero que la existencia de la seguridad jurídica-constitucional se encuentra en el
artículo 1o. de la Constitución Federal, el cual ordena: "En los Estados Unidos Mexicanos
todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán
restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma
establece". Es evidente la fuerza del precepto; la seguridad que irradia de la Constitución
está por encima de la legislación secundaria en materia tributaria, pues en todos los casos
en que la legislación secundaria restrinja o suspenda garantías -incluida la garantía de
seguridad jurídica-tributaria-, sin que se trate de los casos y en las condiciones que la
misma Carta Constitucional establece estaremos en presencia de violaciones de garantías
en perjuicio del gobernado.

En este sentido el Poder Judicial Federal ha sostenido el criterio firme: "Constitución,
supremacía de la.- La misma Suprema Corte ha establecido la supremacía absoluta
de la Constitución sobre toda legislación secundaria, y la sociedad y el Estado
tienen interés en que se apliquen desde luego los preceptos de aquélla y no los
textos contrarios a la misma. " (T. LXXlII, p. 7848, A.A. 8223/40, 20 febrero de 1942,
unanimidad 1005).

El principio de seguridad jurídica se encuentra íntimamente relacionado con el principio
de legalidad, en tal forma que si no existe uno es imposible la existencia del otro. "La
seguridad es otro de los valores de gran consideración, por cierto, de importancia básica
porque la certeza de saber a que atenerse, es decir, la certeza de que el orden vigente a
de ser mantenido aún mediante la coacción, da al ser humano la posibilidad de desarrollar
su actividad, previendo en buena medida cuál será la marcha de su vida jurídica".8

La garantía de seguridad jurídica referida en la Constitución de 1857, el tratadista Montiel
Iduarte, sostiene: "La libertad individual consiste esencialmente en la amplitud de acción
propia de cada individuo, de modo que en el terreno de las garantías individuales viene a
ser el derecho de hacer o no hacer una cosa, sin que a ello nos compela apremio alguno,
mientras que la seguridad personal es el derecho de impedir la acción de un tercero, sea
individuo privado o funcionario público, cuando tal acción venga indebidamente a
inquietarnos en el goce tranquilo de nuestra persona, de nuestros derechos o de nuestras
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cosas ... la seguridad ya sea personal o real, nos viene de la ley, y es por lo mismo creación
jurídica, a la cual tenemos un derecho incontestable. La seguridad personal debe consistir
principalmente en ponernos a cubierto de las presiones arbitrarias, y esto no podrá
conseguirse de una manera absoluta, sino precisando los motivos que puedan servir de
causa justificada a una prisión o a una simple detención. Esto, como se ve nos escuda de
los atentados que pudieran partir del Poder Judicial y aún del Ejecutivo, pero no nos pone
a cubierto de los tiros apasionados del Poder Legislativo. La real se hace efectiva con
castigar toda expropiación y con garantizar en aquella que haya necesidad de hacer por
causa de utilidad pública los justos y sagrados derechos del propietario, y el goce tranquilo
de toda posesión".9

Por su parte, el Maestro Burgoa afirma: "Ese conjunto de modalidades jurídicas a que
tiene que sujetarse un acto de cualquiera autoridad para producir válidamente desde un
punto de vista jurídico la afectación en la esfera del gobernado a los diversos derechos de
éste, y que se traduce en una serie de requisitos, condiciones, elementos, etc., es lo que
constituye las garantías de seguridad jurídica. Éstas implican, en consecuencia, el
conjunto general de condiciones, requisitos, elementos o circunstancias previas a que
debe sujetarse una cierta actividad estatal autoritaria para generar una afectación válida
de diferente índole en la esfera del gobernado, integrada por el summum de sus derechos
subjetivos".10 El Maestro considera dentro de las garantías de seguridad jurídica:
irretroactividad de las leyes, audiencia, exacta aplicación de la ley en materia penal y de
legalidad en materia jurisdiccional civil.11

La sensación que se desprende luego del estudio y la reflexión sobre la seguridad física
y jurídica de los mexicanos, es de angustia y de temor, atendiendo a la falta de
cumplimiento de una de las obligaciones esenciales del Poder Público.

4.- La realidad nacional nos presenta un panorama cada día más inseguro, ilegal y violento,
en el cual, el volumen y el peso de la institución de la arbitrariedad y la impunidad es
superior a las demás instituciones, por lo cual podemos afirmar que el final del siglo veinte
más que una crisis, la crisis se ha transformado en la estructura de la inestabilidad física
y jurídica, siendo la violación de los derechos humanos la evidencia de una política oficial
del sector público. Las causas son de muy variada naturaleza, siendo importante señalar
que proceden tanto del sector público como del sector privado, apoyado en la insuficiencia
del primero. La evolución del concepto va unida al cambio de la naturaleza jurídica del
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mismo, por lo cual es de esperar un fortalecimiento en la organización, la eficacia y los
medios con los cuales cuentan las organizaciones de los derechos humanos.12

5.- Las conclusiones que proceden son las siguientes:

• Los derechos humanos requieren de mayor estudio y publicidad, no sólo en
cuanto al conocimiento y exigibilidad por parte del gobernado, sino en cuanto
a que el Poder Público requiere de una mayor capacitación así como voluntad
política de respeto.

• Necesitamos ser congruentes en el discurso jurídico y las acciones
indispensables sobre el respeto de los derechos humanos y el castigo
ejemplar de la impunidad en cualquier ámbito de la sociedad.

• Debemos crear nuevos mecanismos de eficacia en el respeto de los
derechos humanos, tanto en el sector público como en las organizaciones
no gubernamentales.
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TORTURA, DOLOR PSÍQUICO Y
SALUD MENTAL

Dr. Octavio Márquez Mendoza*

Introducción
Durante todos los tiempos la tortura ha sido utilizada en sus múltiples formas con el fin de
controlar, someter y quebrantar la resistencia del sujeto para que aporte información y se
transforme en un colaborador incluso más allá de la etapa de los interrogatorios o bien,
destruir su personalidad y poder manejarlo bajo el control de las instituciones a través de
los más sofisticados instrumentos intentando llegar a los límites de la resistencia humana;
que generalmente va acompañada de un proceso de encarcelamiento que provoca serias
alteraciones en la vida de la persona y de su familia desde los aspectos económicos, hasta
el deterioro de las condiciones del desarrollo normal del crecimiento de los hijos.

Por otra parte, la tortura provoca efectos traumáticos permanentes que en casos extremos
puede llegar a la desintegración de la personalidad con complicaciones tan graves como
las adicciones y el suicidio.

Tortura, Dolor Psíquico y Salud Mental
Entendemos al ser humano en su representación corpórea como el espacio físico, mental,
psicológico, social y espiritual que vive en interrelación con los demás, en donde se es
hombre o mujer.

Desde una aproximación histórica los cuerpos se han visto externos a los individuos; hoy
se ha avanzado en un enfoque integral ya que ninguna acción humana se hace fuera del
cuerpo y todo tipo de vivencias a través de las sensaciones y percepciones no operan
sobre él, son de él.

El dolor corporal se produce cuando un estímulo periférico alcanza una intensidad
suficiente para descomponer el aparato protector de estímulos, esto es cuando el yo es
impotente para sustraer al estímulo, mediante reacciones defensivas. Por lo tanto, el dolor
y la angustia biológica, constituyen una reacción frente a un traumatismo capaz de
descomponer el mecanismo protector.
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Así como distinguimos dos clases de angustia somática y psíquica también debemos de
admitir la existencia de un dolor corporal y otro psíquico. Esto es, el dolor es una sensación
corporal que se origina como respuesta a la ruptura del aparato protector como una
sensación desagradable específica de las regiones orgánicas excesivamente estimuladas.

La tortura sería el extremo de la angustia, del dolor somático y psíquico, considerada como
un desastre causado por el hombre, que en todo caso es susceptible de prevención ya
que produce gran sufrimiento y pérdidas individuales, familiares, sociales, culturales y de
los valores humanos.

Es importante tomar en cuenta algunas clasificaciones hechas en diferentes tipos de
tortura: física, psicológica y sexual, que tienen un carácter estrictamente de estudio ya que
buscan facilitar la comprensión de los diferentes métodos de tortura, pero como hemos
planteado anteriormente al ser humano desde un punto de vista integral se puede sostener
que el torturador utiliza de manera indistinta los diferentes métodos y que la afectación
repercute de una manera importante en la salud de las personas que la sufren.

El concepto de tortura se puede considerar como un acto intencional que causa dolores,
penas y sufrimientos físicos y mentales, que siempre es infligida a una persona que tiene
como objetivo obtener información, confesión o bien castigar e intimidar. Ya que el agente
activo de la tortura es un servidor público u otra persona a instigación del primero; sin
embargo, también es necesario señalar los daños a su familia y grupo social.

Por lo que es importante considerar el poder que puede ejercer una persona sobre otra
con fines de maltrato de cualquier tipo, que va generando conductas de violencia que
pueden devenir en situaciones delictivas como la tortura, estas actitudes y conductas las
podemos encontrar dentro de la familia, el ámbito laboral e instituciones educativas entre
otros.

No se considera como tortura las penas o sufrimientos que sean consecuencia de medidas
o sanciones legales, de ahí la importancia de revisar los códigos legales en un contexto
de actualidad.

Por otra parte, resulta conflictiva la determinación de la gravedad o no de un acto de tortura
en cuanto se trata de una vivencia subjetiva que depende de la sensibilidad individual,
construcciones culturales, sociales e históricas. La tortura siembra el terror en la víctima
y en este sentido cumple con la intención de intimidarla o amedrentarla.

Adicionalmente la tortura entra al ámbito social en el momento en que la población teme
ser una futura víctima de tortura. Por lo que puede constituirse en una estructura social
basada en el miedo, al anular la personalidad de la víctima.

Una consecuencia que ha sido trabajada en forma importante por las organizaciones de
los derechos humanos, como por estudiosos del tema en los últimos tiempos, son los
terribles efectos psicosociales de la tortura.
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El hecho de que muchos de estos métodos sean utilizados en diferentes países a nivel
mundial nos hacen constatar que la tortura se ha institucionalizado y que la formación de
elementos de la fuerza pública para la aplicación de la tortura como forma del control social
se encuentra sumamente extendida en la mayor parte de países del mundo.

Todo tipo de violencia tiene efectos psíquicos y de afectación emocional, el cuerpo
representa todo el ser, y al ser agredido y humillado es afectado visiblemente por marcas
y lesiones. Sin embargo, los métodos de tortura que no presentan huellas físicas los hemos
ubicado como métodos de tortura psicológica.

La finalidad de la tortura es destruir al individuo al quebrar su personalidad. Ya que los
torturadores saben que pueden destruir la mente sin matar el cuerpo, así que los métodos
de tortura se perfeccionan constantemente con el desarrollo de la ciencia y la tecnología
para alcanzar este objetivo como: la privación del sueño, alimento y la restricción de sus
necesidades fisiológicas como formas de castigo y cargas psicológicas las cuales se han
visto obligadas a enfrentar las víctimas como parte de su sometimiento.

En muchos casos se les ha privado de atención médica, a pesar de los daños como
consecuencia de la tortura sufrida y que agudizó su deplorable estado de salud.

A la serie de privaciones se suman las amenazas. Esta forma de agresión psicológica  es
la más frecuente que se utiliza para violentar a las víctimas.

Las humillaciones, los tratos crueles, inhumanos y degradantes son formas de violencia
y tortura psicológica utilizadas en forma frecuente, como pueden ser insultos, burlas de
tipo sexual entre otras.

Los actos incongruentes, como realizar cambios de ritmos biológicos: El día por la noche,
su sentido de orientación personal, temporal y espacial, modificación de costumbres,
actitudes y creencias; es decir, se obliga a la víctima a actuar en forma totalmente contraria
a lo que es su forma de pensar y actuar.

Los ataques a la autoestima y autorespeto de la víctima, se encuentran al confrontar a la
víctima a decisiones imposibles. Podemos arrestar a cualquiera de tu familia o amigos,
¿cuál de los dos prefieres?

La privación y/o sobreestimulación sensorial, como ruidos agudos y/o graves;
encarcelamiento durante largos períodos en celdas obscuras apartadas de estímulos
sensoriales.

Las técnicas de comunicación donde se les presione a través de la palabra para afectar
a su identidad y hacerles sentir culpables.

La violencia farmacológica, requiere para su aplicación la presencia de profesionales de
la salud. Resulta extremadamente preocupante que ciertos profesionales de la salud estén
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asesorando técnicamente a los torturadores, ya que este tipo de conductas no
contravienen únicamente la ética profesional, sino que los hace coautores de la tortura.

Efectos Psicológicos de la Tortura
La tortura como es obvio deja efectos, secuelas y complicaciones en las personas que la
sufrieron, así como también en el nivel familiar y de la comunidad.

Así que el daño psicológico sufrido por una persona tiene una serie de efectos como lo
hemos ya mencionado en todas las áreas del ser humano.

Consideramos que no existen parámetros únicos de interpretación para la complejidad de
los efectos postraumáticos, ya que estos tienen relación directa con la historia del individuo,
su estructura de personalidad, sus áreas psicológicas y emocionales más vulnerables,
como también con los métodos empleados y la violencia ejercida, cabe mencionar que
existe un trastorno específico en el manual diagnóstico y estadístico de los trastornos
mentales DSM IV, el trastorno por estrés postraumático agudo, crónico o retrasado que
enuncia que el rasgo esencial es el desarrollo de síntomas característicos que siguen a
un acontecimiento psicológicamente traumático, que por lo general se encuentra fuera del
marco de la experiencia humana cotidiana y que la vivencia de la experiencia se repite
tanto durante la vigilia, como el sueño.

De hecho en la práctica psicoterapéutica con víctimas de tortura se ha encontrado una
gran variedad de crisis, alteraciones, síntomas, estados emocionales alterados que
podemos englobar dentro de este síndrome.

Dentro de las complicaciones psicológicas que se presentan en la tortura se puede
describir como una experiencia traumática con consecuencias que perturban de manera
importante el estado psicológico, emocional y por tanto la salud mental de las víctimas
mucho tiempo después de la agresión.

El estrés postraumático crónico retrasado, se manifiesta de diversas maneras como
estados emocionales perturbados y que podemos dividir en síntomas cognitivos,
vegetativos y disfóricos de una manera general y que va a depender de cada persona la
manifestación de los diferentes síntomas, como por ejemplo: confusión, angustia,
depresiones profundas, aislamiento, agresividad, autopunición, desestructuración del
individuo, estados alterados de conciencia, palpitaciones, sudoración, cefaleas, insomnio,
entre otros, así como enfrentarse al temor permanente instaurado a través del dolor, la
humillación y las imágenes introyectadas de la tortura y la posibilidad real o imaginaria de
que esta experiencia se repita.

Por lo tanto los efectos de estos acontecimientos en la vida de una persona producen una
serie de trastornos profundos en su ser, sus emociones, su estado mental y psicológico y
las futuras relaciones con las demás personas.
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Estos son algunos de los aspectos que en el trabajo de psicoterapia con las víctimas se
requiere abordar en profundidad hacia la reparación y recuperación emocional, el manejo
de la crisis, el duelo de los efectos postraumáticos, asimismo las situaciones de tortura
provocan en las víctimas un profundo deterioro de su identidad y dignidad. Procesos que
están estrechamente ligados con sentimientos de culpabilidad, venganza, miedo, pérdida
de la autoestima, ansiedad, depresión, impotencia y desesperanza, con el fin de poder
elaborar esa parte de la historia del sujeto y poder integrarse y continuar con su vida en
una forma creativa y de trabajo que satisface todas las esferas de la persona, es decir,
recupera su salud mental.

Conclusiones
Las torturas son actos causados de manera intencional que van encaminadas a producir
daño y pueden ser físicas, psicológicas, sociales y sexuales ya que afectan de manera
importante la salud de la persona que las sufre.

El dolor corporal y la angustia biológica constituyen una reacción frente a un traumatismo,
cuando se es impotente para reaccionar defensivamente ante la tortura.

La tortura es un mecanismo destructivo que va encaminado a quebrantar la personalidad
del individuo.

La intensidad del efecto de una tortura se encuentra determinada por la sensibilidad
individual, las construcciones culturales, sociales e históricas.

La tortura es un mecanismo que tiene como finalidad obtener información, confesión,
intimidar, o bien castigar y su agente activo puede ser un servidor público o bien alguien
que pervierte la relación de poder.

Las humillaciones, los tratos crueles, inhumanos y degradantes son formas de violencia
y tortura psicológica.

La tortura realiza cambios en los que se obliga a la víctima a comportarse en forma
totalmente contraria a su forma de pensar, sentir y actuar.

Al confrontar a la víctima a decisiones imposibles se ataca su autoestima y su autorespeto.

El trastorno por estrés postraumático, es un trastorno que es efecto psicológico de la
tortura.

El rasgo esencial del trastorno por estrés postraumático es el desarrollo de síntomas
característicos que siguen a un acontecimiento físico o psicológicamente traumático que
afectan considerablemente el estado psicológico, emocional y las futuras relaciones con
las demás que tiene el individuo.
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La psicoterapia, con las víctimas, aborda en profundidad la reparación y la recuperación
de su identidad, su dignidad, sus emociones, manejo de la crisis y el duelo de los efectos
postraumáticos.

Recomendaciones
Establecer sistemas para la obtención de información que no utilice tortura física o
psíquica.

Identificar las diferentes formas de tortura física o psíquica y establecer programas de
prevención.

Capacitar a los servidores públicos en todos lo niveles sobre la prevención de la tortura.

Fomentar la cultura de salud mental a fin de tener una vida plena y sana.

Fomentar y difundir los diferentes mecanismos de ayuda y prevención de tortura física y
psíquica.

Establecer métodos psicoterapéuticos con las víctimas a fin de abordar con profundidad
la reparación y la recuperación de su identidad, su dignidad, sus emociones, manejo de
la crisis y el duelo de los efectos postraumáticos.

Fomentar la cultura del respeto a la persona humana y sus valores.
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  CEREMONIA CONMEMORATIVA DEL DÍA INTERNACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE 

El  M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de México,
acompañado de distinguidas personalidades, hizo entrega a educandos de distintas instituciones, 

1,000 arbolitos donados por la Delegación No. 1 de Protectora de Bosques de la Secretaría de Desarrollo
Agropecuario de la Entidad, el 11 de junio de 1999, en la Escuela Primaria Gustavo Díaz Ordaz., en Toluca,

Estado de México 
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LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR
LA TORTURA EN EL ESTADO DE

MÉXICO

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA
H. LII LEGISLATURA DEL ESTADO

P R E S E N T E S

En ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II y 88 fracción I
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, me permito someter a
la consideración de esa H. Legislatura, por el digno conducto de ustedes, la presente
iniciativa de Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado de México, de acuerdo
a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El estado de derecho descansa en el irrestricto respeto a la integridad de las personas,
pues es obligación intransferible del poder público ofrecer a los ciudadanos la seguridad
que les permita vivir en sociedad, que preserve las libertades y garantice la igualdad
jurídica como requisito para mantener la paz.

Consecuentemente, las autoridades y los servidores públicos deben realizar las
atribuciones propias de su función con estricto apego a la Constitución General de la
República, la particular del Estado y las Leyes que de ambas emanen, buscando en todo
momento el beneficio de la colectividad, entendiéndolo como la oportunidad de generar
progreso en un clima de tolerancia y respeto a la dignidad de cada individuo.

Uno de los intereses fundamentales del Ejecutivo a mi cargo, consiste en establecer
medidas para la prevención y sanción de las conductas lesivas a dicha dignidad de las
personas, como es el caso de aquellas prácticas en las que pudieran incurrir servidores
públicos que, apartándose de la ley, se valgan de instrumentos, mecanismos o actos para
infligir tortura.

El Gobierno Estatal ha hecho esfuerzos importantes para combatir y castigar los actos
cometidos por servidores públicos, especialmente por quienes tienen la encomienda de
prevenir o investigar conductas antisociales, tipificando los delitos respectivos en el Código
Penal y creando la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México.
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Con la expedición de la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado de México,
se subraya el interés de combatir estas prácticas que niegan de raíz los principios de la
dignidad humana y de la racionalidad en que debe darse la función pública.

Finalmente, la presente iniciativa de Ley es consecuente con la política nacional
encaminada al reconocimiento y respeto a la dignidad de la persona humana, y da
continuidad a las vigorosas acciones que recientemente han iniciado los organismos
públicos de protección y defensa de los derechos humanos.

Atento a las consideraciones y fundamentos expuestos, me permito someter a su
consideración la presente iniciativa de Decreto, para que, si lo estiman correcto y
adecuado, se apruebe en sus términos.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y distinguida consideración.

A T E N T A M E N T E

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO
LIC. EMILIO CHUAYFFET CHEMOR

(Rúbrica)

EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO
LIC. CÉSAR CAMACHO QUIROZ
(Rúbrica)
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PODER EJECUTIVO DEL ESTADO

EMILIO CHUAYFFET CHEMOR, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano
de México, a sus habitantes sabed:

Que la Legislatura del Estado ha tenido a bien aprobar lo siguiente:

DECRETO NUMERO 23*

La H. "LII" Legislatura del Estado de México
D E C R E T A :

LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA
 EN EL ESTADO DE MEXICO

ARTICULO 1.- La presente Ley tiene por objeto la prevención y sanción de la tortura en
el Estado de México.

ARTICULO 2.- Comete el delito de tortura el servidor público que con motivo de sus
atribuciones y con el fin de obtener de un inculpado o de un tercero su confesión,
información u omisión de un hecho o cualquier otra conducta que dañe al pasivo o a un
tercero, realice cualquiera de los siguientes actos:

Le inflija al inculpado, golpes, mutilaciones, quemaduras, dolor, sufrimiento físico o
psíquico, lo prive de alimentos o agua. Es igualmente responsable el servidor público que
instigue, compela, autorice, ordene o consienta su realización, así como quienes participen
en la comisión del delito.

No se considerarán como tortura las penalidades que sean consecuencia de sanciones
legales o derivadas de un acto legítimo de autoridad.

ARTICULO 3.- A quien cometa el delito de tortura se le impondrá una pena de tres a doce
años de prisión, de doscientos a quinientos días multa y destitución del cargo e
inhabilitación para desempeñar otro de esta misma naturaleza, por un término hasta de
veinte años, sin perjuicio de las penas que correspondan a otros delitos que concurran.
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ARTICULO 4.- Al servidor público encargado de la prevención e investigación de los delitos
que tenga conocimiento de un hecho de tortura y no lo denuncie de inmediato, se le
impondrán de uno a cuatro años de prisión y de treinta a trescientos días multa.

ARTICULO 5.- No se considera como causa excluyente de responsabilidad del delito de
tortura, el que se invoque la existencia de situaciones excepcionales, como inestabilidad
política interna, urgencia en las investigaciones o cualquier otra circunstancia. Tampoco
podrá invocarse como justificación el hecho de haber actuado bajo órdenes superiores.

ARTICULO 6.- La tortura en ningún caso se justificará, ni por la peligrosidad de la persona
privada de su libertad, ni por la inseguridad del establecimiento carcelario o penitenciario.

ARTICULO 7.- En el momento en que lo solicite, cualquier persona privada de su libertad,
por sí misma o por medio de su defensor o de un tercero, deberá ser examinada por un
perito médico legista. A falta de éste, o si lo requiere, se hará además por un facultativo
de su elección. El médico que practique el reconocimiento queda obligado a expedir de
inmediato el certificado correspondiente y, en caso de apreciar que se han infligido dolores
o sufrimientos de los comprendidos en el artículo 2, deberá comunicarlo de inmediato a
la autoridad competente.

ARTICULO 8.- La confesión o información que haya sido obtenida mediante tortura no
podrá invocarse como prueba.

ARTICULO 9.- No tendrá valor probatorio alguno la confesión rendida ante una autoridad
judicial o el Ministerio Público, sin la presencia de su defensor o persona de confianza del
inculpado y, en su caso, del intérprete del idioma o dialecto de éste.

ARTICULO 10.- El responsable del delito de tortura previsto en esta Ley estará obligado
a cubrir los gastos de asesoría legal, médicos, psiquiátricos, funerarios, de rehabilitación
o de cualquier otra índole que hayan erogado la víctima o sus familiares como
consecuencia del delito.

Asimismo, estará obligado a reparar el daño a la víctima o a sus dependientes económicos,
en los siguientes casos:

I. Pérdida de la vida;

II. Alteración de la salud;

III. Pérdida de ingresos económicos;

IV. Incapacidad laboral;

V. Pérdida o daño en la propiedad;

VI. Pérdida de la libertad; y
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VII. Menoscabo de la reputación.

Para fijar los montos correspondientes el juez tomará en cuenta la magnitud del daño
causado. Para los efectos de la reparación del daño se estará a lo previsto en el Código
Penal de la Entidad. El Estado y los municipios estarán obligados subsidiariamente a la
reparación de los daños y perjuicios, en los términos del Código Civil del Estado de México.

ARTICULO 11.- Siempre que haya motivos fundados para creer que se ha cometido un
acto de tortura, tal como se define en el artículo 2 de esta Ley, las autoridades competentes
del Estado procederán de oficio y con celeridad a realizar la investigación y, de existir
denuncia o acusación y datos que acrediten los elementos que integran el tipo penal y la
probable responsabilidad del inculpado, ejercitarán la acción penal correspondiente.

ARTICULO 12.- Los órganos dependientes del Ejecutivo Estatal relacionados con la
procuración de justicia llevarán a cabo programas permanentes y establecerán
procedimientos para:

I. La orientación y asistencia de la población, con la finalidad de vigilar la exacta
observancia de las garantías individuales de aquellas personas involucradas en la
comisión de algún acto ilícito;

II. La organización de cursos de capacitación de su personal para fomentar el respeto de
los derechos humanos;

III. La profesionalización de sus cuerpos policiales; y

IV. La profesionalización de los servidores públicos que participen en la custodia y
tratamiento de toda persona sometida a arresto, detención o prisión.

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, en el ámbito de su
competencia, podrá participar en la ejecución de los programas que se mencionan en este
artículo.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- Publíquese el presente Decreto en la Gaceta del Gobierno.

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la
Gaceta del Gobierno.

TERCERO.- En todo lo no previsto por esta Ley, serán aplicables las disposiciones del
Código Penal y del Código de Procedimientos Penales vigentes en el Estado de México.

CUARTO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto.
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LO TENDRA ENTENDIDO EL GOBERNADOR DEL ESTADO, HACIENDO QUE SE
PUBLIQUE Y SE CUMPLA.

Dado en el palacio del Poder Legislativo, en la ciudad de Toluca de Lerdo, capital del
Estado de México, a los diecisiete días del mes de febrero de mil novecientos noventa y
cuatro.- Diputado Presidente.- C. Lic. José Luis Bárcena Trejo; Diputados Prosecretarios.-
C. Lic. Jorge Eleazar García Martínez; C. Profra. Ma. Eugenia Aguiñaga Alamilla; C. Ma.
del Carmen Corral Romero; C. Lic. Benjamín Pérez Alvarez.- Rúbricas.

Por tanto mando se publique, circule, observe y se le dé el debido cumplimiento.

Toluca de Lerdo, Méx., a 22 de febrero de 1994.

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO
LIC. EMILIO CHUAYFFET CHEMOR

(Rúbrica)

EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO
LIC. CÉSAR CAMACHO QUIROZ.
 (Rúbrica)
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LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y
SANCIONAR LA TORTURA

PODER EJECUTIVO

SECRETARIA DE GOBERNACION

LEY Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.-
Presidencia de la República.

CARLOS SALINAS DE GORTARI, Presidente Constitucional de los Estados Unidos
Mexicanos, a sus habitantes, sabed:

Que el H. Congreso de la Unión se ha servido dirigirme el siguiente

DECRETO*

"EL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A:

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA

ARTICULO 1o.- La presente ley tiene por objeto la prevención y sanción de la tortura y se
aplicará en todo el territorio nacional en Materia de Fuero Federal y en el Distrito Federal
en Materia de Fuero Común.

ARTICULO 2o.- Los órganos dependientes del Ejecutivo Federal relacionados con la
procuración de justicia llevarán a cabo programas permanentes y establecerán
procedimientos para:

I.- La orientación y asistencia de la población con la finalidad de vigilar la exacta
observancia de las garantías individuales de aquellas personas involucradas, en la
comisión de algún ilícito penal.
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II.- La organización de cursos de capacitación de su personal para fomentar el respeto de
los derechos humanos.

III.- La profesionalización de sus cuerpos policiales.

IV.-La profesionalización de los servidores públicos que participan en la custodia y
tratamiento de toda persona sometida a arresto, detención o prisión.

ARTICULO 3o.- Comete el delito de tortura el servidor público que, con motivo de sus
atribuciones, inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o psíquicos
con el fin de obtener, del torturado o de un tercero, información o una confesión, o castigarla
por un acto que haya cometido o se sospeche ha cometido. 

No se considerarán como tortura las molestias o penalidades que sean consecuencia
únicamente de sanciones legales, que sean inherentes o incidentales a éstas, o derivadas
de un acto legítimo de autoridad.

ARTICULO 4o.- A quien cometa el delito de tortura se aplicará prisión de tres a doce años,
de doscientos a quinientos días multa e inhabilitación para el desempeño de cualquier
cargo, empleo o comisión públicos hasta por dos tantos del lapso de privación de libertad
impuesta. Para los efectos de la determinación de los días multas se estará a lo dispuesto
en el artículo 29 del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común, y
para toda la República en Materia de Fuero Federal.

ARTICULO 5o.- Las penas previstas en el artículo anterior se aplicarán al servidor público
que, con motivo del ejercicio de su cargo, con cualesquiera de las finalidades señaladas
en el artículo 3o., instigue, compela, o autorice a un tercero o se sirva de él para infligir a
una persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o psíquicos; o no evite que se
inflijan dichos dolores o sufrimientos a una persona que esté bajo su custodia.

Se aplicarán las mismas penas al tercero que, con cualquier finalidad, instigado o
autorizado, explícita o implícitamente, por un servidor público, inflija dolores o sufrimientos
graves sean físicos o psíquicos a un detenido. 

ARTICULO 6o.- No se considerarán como causas excluyentes de responsabilidad del
delito de tortura el que se invoquen o existan situaciones excepcionales como inestabilidad
política interna, urgencia en las investigaciones o cualquier otra circunstancia. Tampoco
podrá invocarse como justificación la orden de un superior jerárquico o de cualquier otra
autoridad.

ARTICULO 7o.- En el momento en que lo solicite cualquier detenido o reo deberá ser
reconocido por perito médico legista; y en caso de falta de éste, o si lo requiere además,
por un facultativo de su elección. El que haga el reconocimiento queda obligado a expedir
de inmediato el certificado correspondiente y en caso de apreciar que se han infligido
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dolores o sufrimientos, de los comprendidos en el primer párrafo del artículo 3o., deberá
comunicarlo a la autoridad competente.

La solicitud de reconocimiento médico puede formularla el defensor del detenido o reo, o
un tercero.

ARTICULO 8o.- Ninguna confesión o información que haya sido obtenida mediante tortura
podrá invocarse como prueba.

ARTICULO 9o.- No tendrá valor probatorio alguno la confesión rendida ante una autoridad
policiaca; ni la rendida ante el Ministerio Público o autoridad judicial, sin la presencia del
defensor o persona de confianza del inculpado y, en su caso, del traductor.

ARTICULO 10o.- El responsable de alguno de los delitos previstos en la presente ley estará
obligado a cubrir los gastos de asesoría legal, médicos, funerarios, de rehabilitación o de
cualquier otra índole, en que hayan incurrido la víctima o sus familiares, como
consecuencia del delito. Asimismo, estará obligado a reparar el daño y a indemnizar por
los perjuicios causados a la víctima o a sus dependientes económicos, en los siguientes
casos:

I.- Pérdida de la vida;

II.- Alteración de la salud;

III.- Pérdida de la libertad;

IV.-Pérdida de ingresos económicos;

V.- Incapacidad laboral;

VI.-Pérdida o el daño a la propiedad; 

VII.- Menoscabo de la reputación.

Para fijar los montos correspondientes, el juez tomará en cuenta la magnitud del daño
causado.

En los términos de la fracción VI del artículo 32 del Código Penal para el Distrito Federal
en Materia del Fuero Común y para toda la República en Materia del Fuero Federal, el
Estado estará obligado subsidiariamente a la reparación del daño.

ARTICULO 11o.- El servidor público que en el ejercicio de sus funciones conozca de un
hecho de tortura, está obligado a denunciarlo de inmediato, si no lo hiciere, se le impondrán
de tres meses a tres años de prisión, y de quince a sesenta días multa, sin perjuicio de lo
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que establezcan otras leyes. Para la determinación de los días multa se estará a la remisión
que se hace en la parte final del artículo 4o. de este ordenamiento.

ARTICULO 12o.- En todo lo no previsto por esta ley, serán aplicables las disposiciones
del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común, y para toda la
República en Materia de Fuero Federal; el Código Federal de Procedimientos Penales; el
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y la Ley Reglamentaria del
Artículo 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTICULOS TRANSITORIOS

PRIMERO.- La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- Se abroga la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura, publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 1986; pero deberá continuar
aplicándose por los delitos cometidos durante su vigencia, a menos que el acusado
manifieste su voluntad de acogerse a la presente ley.

México, D.F., 12 de diciembre de 1991.----Sen. Artemio Iglesias Miramontes,
Presidente.----Dip. Martín Tavira Uriostegui, Presidente.----Sen. Antonio Melgar
Aranda, Secretario.----Dip. Irma Piñeiro Arias, Secretaria.----Rúbricas."

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y para su debida publicación y observancia, expido el
presente Decreto en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México,
Distrito Federal, a los dieciséis días del mes de diciembre de mil novecientos noventa y
uno.---- Carlos Salinas de Gortari.----Rúbrica.---- El Secretario de Gobernación, Fernando
Gutiérrez Barrios.----Rúbrica.
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DECLARACIÓN SOBRE LA
PROTECCION DE TODAS LAS

PERSONAS CONTRA LA TORTURA Y
OTROS TRATOS O PENAS CRUELES,

INHUMANOS O DEGRADANTES*

La Asamblea General,

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las
Naciones Unidas, el reconocimiento de la dignidad inherente y de los derechos iguales e
inalienables de todos los miembros de la familia humana es la base de la libertad, la justicia
y la paz en el mundo,

Considerando que estos derechos emanan de la dignidad inherente de la persona humana,

Considerando asimismo la obligación que incumbe a los Estados en virtud de la Carta, en
particular del Artículo 55, de promover el respeto universal y la observancia de los
Derechos Humanos y las libertades fundamentales,

Teniendo en cuenta el artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el
artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que proclaman que nadie
será sometido a tortura ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes,

Aprueba la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, cuyo texto se adjunta a la
presente resolución, como norma de orientación para todos los Estados y demás entidades
que ejerzan un poder efectivo.
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ANEXO

DECLARACIÓN SOBRE LA PROTECCIÓN DE TODAS LAS PERSONAS CONTRA LA
TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES

ARTÍCULO 1. 1. A los efectos de la presente Declaración, se entenderá por tortura todo
acto por el cual un funcionario público, u otra persona a instigación suya, inflija
intencionalmente a una persona penas o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales,
con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por
un acto que haya cometido o se sospeche que ha cometido, o de intimidar a esa persona
o a otras. No se considerarán tortura las penas o sufrimientos que sean consecuencia
únicamente de la privación legítima de la libertad, o sean inherentes o incidentales a ésta,
en la medida en que estén en consonancia con las Reglas Mínimas para el Tratamiento
de los Reclusos.

2. La tortura constituye una forma agravada y deliberada de trato o pena cruel, inhumano
o degradante.

ARTÍCULO 2. Todo acto de tortura u otro trato o pena cruel, inhumano o degradante
constituye una ofensa a la dignidad humana y será condenado como violación de los
propósitos de la Carta de las Naciones Unidas y de los Derechos Humanos y libertades
fundamentales proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos.

ARTÍCULO 3. Ningún Estado permitirá o tolerará la tortura u otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes. No podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como
estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra
emergencia pública como justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes.

ARTÍCULO 4. Todo Estado tomará, de conformidad con las disposiciones de la presente
Declaración, medidas efectivas para impedir que se practiquen dentro de su jurisdicción
torturas u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

ARTÍCULO 5. En el adiestramiento de la policía y otros funcionarios públicos responsables
de las personas privadas de su libertad, se asegurará que se tenga plenamente en cuenta
la prohibición de la tortura y de otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
Esta prohibición se incluirá asimismo, en su caso, en las normas o instrucciones generales
que se publiquen en relación con los deberes y funciones de cualquier encargado de la
custodia o trato de dichas personas.

ARTÍCULO 6. Todo Estado examinará periódicamente los métodos de interrogatorio y las
disposiciones para la custodia y trato de las personas privadas de su libertad en su
territorio, a fin de prevenir todo caso de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos
o degradantes.
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ARTÍCULO 7. Todo Estado asegurará que todos los actos de tortura definidos en el artículo
1 constituyen delitos conforme a la legislación penal. Lo mismo se aplicará a los actos que
constituyen participación, complicidad, incitación o tentativa para cometer tortura.

ARTÍCULO 8. Toda persona que alegue que ha sido sometida a tortura u otros tratos o
penas crueles, inhumanos o degradantes, por un funcionario público o a instigación del
mismo, tendrá derecho a que su caso sea examinado imparcialmente por las autoridades
competentes del Estado interesado.

ARTÍCULO 9. Siempre que haya motivos razonables para creer que se ha cometido un
acto de tortura, tal como se define en el artículo 1, las autoridades competentes del Estado
interesado procederán de oficio y con presteza a una investigación imparcial.

ARTÍCULO 10. Si de la investigación a que se refieren los artículos 8 o 9 se llega a la
conclusión de que parece haberse cometido un acto de tortura tal como se define en el
artículo 1, se incoará un procedimiento penal contra el supuesto culpable o culpables de
conformidad con la legislación nacional. Si se considera fundada una alegación de otras
formas de trato o penas crueles, inhumanas o degradantes, el supuesto culpable o
culpables serán sometidos a procedimientos penales, disciplinarios u otros procedimientos
adecuados.

ARTÍCULO 11. Cuando se demuestre que un acto de tortura u otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes han sido cometidos por un funcionario público o a instigación
de éste, se concederá a la víctima reparación e indemnización, de conformidad con la
legislación nacional.

ARTÍCULO 12. Ninguna declaración que se demuestre que ha sido hecha como resultado
de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes podrá ser invocada
como prueba contra la persona involucrada ni contra ninguna otra persona en ningún
procedimiento.
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CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA
Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES,

INHUMANOS O DEGRADANTES*

Los Estados Partes en la presente Convención,

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las
Naciones Unidas, el reconocimiento de los derechos iguales e inalienables de todos los
miembros de la familia humana es la base de la libertad, la justicia y la paz en el mundo,

Reconociendo que estos derechos emanan de la dignidad inherente de la persona
humana,

Considerando la obligación que incumbe a los Estados en virtud de la Carta, en particular
del artículo 55, de promover el respeto universal y la observancia de los Derechos
Humanos y las libertades fundamentales,

Teniendo en cuenta el artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el
artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que proclaman que nadie
será sometido a tortura ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes,

Teniendo en cuenta asimismo la Declaración sobre Protección de Todas las Personas
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, aprobada
por la Asamblea General el 9 de diciembre de 1975, 

Deseando  hacer más eficaz la lucha contra la tortura y otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes en todo el mundo,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

ARTÍCULO 1. 1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término
"tortura" todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o
sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero

CODHEM

130

* Fecha de adopción: 10 de diciembre de 1984. Entrada en vigor: 26 de junio de 1987. Ratificación por México: 23 de enero
de 1986. Publicación en el Diario Oficial: 6 de marzo de 1986. Entrada en vigor para México: 26 de junio de 1987.



información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche
que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón
basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean
infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas,
a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas
los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas, o
que sean inherentes o incidentales a éstas.

2. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier instrumento internacional o
legislación nacional que contenga o pueda contener disposiciones de mayor alcance.

ARTÍCULO 2. 1. Todo Estado Parte tomará medidas legislativas, administrativas,
judiciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de tortura en todo territorio que
esté bajo su jurisdicción.

2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales, tales como estado de
guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia
pública como justificación de la tortura.

3. No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una autoridad pública
como justificación de la tortura.

ARTÍCULO 3. 1. Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución o extradición
de una persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en
peligro de ser sometida a tortura.

2. A los efectos de determinar si existen esas razones, las autoridades competentes
tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes, inclusive, cuando proceda la
existencia en el Estado de que se trate de un cuadro persistente de violaciones manifiestas,
patentes o masivas de los Derechos Humanos.

ARTÍCULO 4. 1. Todo Estado Parte velará porque todos los actos de tortura constituyan
delitos conforme a su legislación penal. Lo mismo se aplicará a toda tentativa de cometer
tortura y a todo acto de cualquier persona que constituya complicidad o participación en
la tortura.

2. Todo Estado Parte castigará esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en
cuenta su gravedad.

ARTÍCULO 5. l. Todo Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su
jurisdicción sobre los delitos a que se refiere el artículo 4 en los siguientes casos:

a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su jurisdicción o a bordo de
una aeronave o un buque matriculados en ese Estado;
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b) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado;

c) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado.

2. Todo Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para establecer su
jurisdicción sobre estos delitos en los casos en que el presunto delincuente se halle en
cualquier territorio bajo su jurisdicción y dicho Estado no conceda la extradición, con arreglo
al artículo 8, a ninguno de los Estados previstos en el párrafo 1 del presente artículo.

3 . La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de conformidad
con las leyes nacionales.

ARTÍCULO 6. 1. Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre la persona de la que
se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace referencia en el artículo
4, si, tras examinar la información de que dispone, considera que las circunstancias lo
justifican, procederá a la detención de dicha persona o tomará otras medidas para
asegurar su presencia. La detención y demás medidas se llevarán a cabo de conformidad
con las leyes de tal Estado y se mantendrán solamente por el periodo que sea necesario
a fin de permitir la iniciación de un procedimiento penal o de extradición.

2. Tal Estado procederá inmediatamente a una investigación preliminar de los hechos.

3 . La persona detenida de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo tendrá toda
clase de facilidades para comunicarse inmediatamente con el representante
correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se
trata de un apátrida, con el representante del Estado en que habitualmente resida.

4. Cuando un Estado, en virtud del presente artículo, detenga a una persona, notificará
inmediatamente tal detención y las circunstancias que la justifican a los Estados a que se
hace referencia en el párrafo 1 del artículo 5. El Estado que proceda a la investigación
preliminar prevista en el párrafo 2 del presente artículo comunicará sin dilación sus
resultados a los Estados antes mencionados e indicará si se propone ejercer su
jurisdicción.

ARTÍCULO 7. 1. El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona
de la cual se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace referencia
en el artículo 4, en los supuestos previstos en el artículo 5, si no procede a su extradición,
someterá el caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento.

2. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables
a cualquier delito de carácter grave, de acuerdo con la legislación de tal Estado. En los
casos previstos en el párrafo 2 del artículo 5, el nivel de las pruebas necesarias para el
enjuiciamiento o inculpación no será en modo alguno menos estricto que el que se aplica
en los casos previstos en el párrafo 1 del artículo 5.
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3. Toda persona encauzada en relación con cualquiera de los delitos mencionados en el
artículo 4 recibirá garantías de un trato justo en todas las fases del procedimiento.

ARTÍCULO 8. 1. Los delitos a que se hace referencia en el artículo 4 se considerarán
incluidos entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición
celebrado entre Estados Partes. Los Estados Partes se comprometen a incluir dichos
delitos como caso de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en
el futuro.

2. Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si recibe
de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto una solicitud de extradición,
podrá considerar la presente Convención como la base jurídica necesaria para la
extradición referente a tales delitos. La extradición estará sujeta a las demás condiciones
exigibles por el derecho del Estado requerido.

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado
reconocerán dichos delitos como casos de extradición entre ellos, a reserva de las
condiciones exigidas por el derecho del Estado requerido.

4. A los fines de extradición entre Estados Partes, se considerará que los delitos se han
cometido, no solamente en el lugar donde ocurrieron, sino también en el territorio de los
Estados obligados a establecer su jurisdicción de acuerdo con el párrafo 1 del artículo 5.

ARTÍCULO 9. 1. Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio posible en lo que respecta
a cualquier procedimiento penal relativo a los delitos previstos en el artículo 4, inclusive el
suministro de todas las pruebas necesarias para el proceso que obren en su poder.

2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud del párrafo
1 del presente artículo de conformidad con los tratados de auxilio judicial mutuo que existan
entre ellos.

ARTÍCULO 10. 1. Todo Estado Parte velará porque se incluyan una educación y una
información completas sobre la prohibición de la tortura en la formación profesional del
personal encargado de la aplicación de la ley, sea éste civil o militar, del personal médico,
de los funcionarios públicos y otras personas que puedan participar en la custodia, el
interrogatorio o el tratamiento de cualquier persona sometida a cualquier forma de arresto,
detención o prisión.

2. Todo Estado Parte incluirá esta prohibición en las normas o instrucciones que se
publiquen en relación con los deberes y funciones de esas personas.

ARTÍCULO 11. Todo Estado Parte mantendrá sistemáticamente en examen las normas
e instrucciones, métodos y prácticas de interrogatorio, así como las disposiciones para la
custodia y el tratamiento de las personas sometidas a cualquier forma de arresto,
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detención o prisión en cualquier territorio que esté bajo su jurisdicción, a fin de evitar todo
caso de tortura.

ARTÍCULO 12. Todo Estado Parte velará porque, siempre que haya motivos razonables
para creer que dentro de su jurisdicción se ha cometido un acto de tortura, las autoridades
competentes procedan a una investigación pronta e imparcial.

ARTÍCULO 13. Todo Estado Parte velará porque toda persona que alegue haber sido
sometida a tortura en cualquier territorio bajo su jurisdicción tenga derecho a presentar
una queja y a que su caso sea pronta e imparcialmente examinado por sus autoridades
competentes. Se tomarán medidas para asegurar que quien presente la queja y los
testigos estén protegidos contra malos tratos o intimidación como consecuencia de la
queja o del testimonio prestado.

ARTÍCULO 14. 1. Todo Estado Parte velará porque su legislación garantice a la víctima
de un acto de tortura la reparación y el derecho a una indemnización justa y adecuada,
incluidos los medios para su rehabilitación lo más completa posible. En caso de muerte
de la víctima como resultado de un acto de tortura, las personas a su cargo tendrán derecho
a la indemnización.

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a cualquier derecho de la víctima
o de otra persona a indemnización que pueda existir con arreglo a las leyes nacionales.

ARTÍCULO 15. Todo Estado Parte se asegurará de que ninguna declaración que se
demuestre que ha sido hecha como resultado de tortura pueda ser invocada como prueba
en ningún procedimiento, salvo en contra de una persona acusada de tortura como prueba
de que se ha formulado la declaración.

ARTÍCULO 16. 1. Todo Estado Parte se comprometerá a prohibir en cualquier territorio
bajo su jurisdicción otros actos que constituyan tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes y que no lleguen a ser tortura tal como se define en el artículo 1, cuando esos
actos sean cometidos por un funcionario público u otra persona que actúe en el ejercicio
de funciones oficiales, o por instigación o con el consentimiento o la aquiescencia de tal
funcionario o persona. Se aplicarán, en particular, las obligaciones enunciadas en los
artículos 10, 11, 12 y 13, sustituyendo las referencias a la tortura por referencias a otras
formas de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

2. La presente Convención se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en otros instrumentos
internacionales o leyes nacionales que prohiban los tratos y las penas crueles, inhumanos
o degradantes o que se refieran a la extradición o expulsión.
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CONVENCIÓN INTERAMERICANA
PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA

TORTURA*

Los Estados americanos signatarios de la presente Convención,

Conscientes de lo dispuesto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en
el sentido de que nadie debe ser sometido a tortura ni a penas o tratos crueles, inhumanos
o degradantes;

Reafirmando que todo acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes constituyen una ofensa a la dignidad humana y una negación de los principios
consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y en la Carta de
las Naciones Unidas y son violatorios de los derechos humanos y libertades fundamentales
proclamados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en
la Declaración Universal de los Derechos Humanos;

Señalando que, para hacer efectivas las normas pertinentes contenidas en los
instrumentos universales y regionales aludidos, es necesario elaborar una Convención
Interamericana que prevenga y sancione la tortura;

Reiterando su propósito de consolidar en este continente las condiciones que permitan el
reconocimiento y respeto de la dignidad inherente a la persona humana y aseguren el
ejercicio pleno de sus libertades y derechos fundamentales,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos
de la presente Convención.

Artículo 2. Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo acto
realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos
o mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo
personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá
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* Suscrita en Cartagena de Indias, Colombia, el 9 de diciembre de 1985 en el décimoquinto periodo ordinario de sesiones
de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos. Entró en vigor el 28 de febrero de 1987, conforme al
artículo 22 de la Convención. México la ratificó el 22 de junio de 1987.
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